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tener el régimen retributivo del personal docente universitario en la Ley
de Presupuestos Gcnerales'correspondientc. Pero una previsión norma­
tiva semejante, de alcance puramente presupuestario en cuanto afecta a
la composición y estructura de los Presupuestos, ha de ser entendida de
conformidad COI) el orden constitucional y estatutario de competencias,
de modo que se respete en todo' caso' el principio de autonomía
presupuestaria de las CeAA. que hayan asumido competencias en la
maleria, como es el caso de la Comunidad Autónoma del Pai5 Vasco.
Por tanto, la Disposición adicional primera ha de interpretarse en el
sentido de que las modalidades y cuantías· de las retribuciones del
profesorado universitario, así como los requisitos para su percepción,
deberán figurar en la correspondiente ley de Presupuestos Generales del
Estado o de la Comunidad Autónoma que tenga atribuida la competen­
cia, en materia de Universidades.

Así entendida la Disposición adicional primera no es inconstitu­
cional.

FALW

En atención a 1ódo 10 expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA-'
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCtóN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

1.0 Declarar que los arts. 9.7 (en cuanto prohíbe el incremcntode
profesorado), 10.1 (en cuanto especifica el contenido del calendario

Pleno. Sen/encia 236/1991, de 12 de diciembre. Conflictos
positÍJ'os de compelcncia 44/1986, 48/1986, 49/1986,
50/1986,64/1986 Y 1.602/1988 (acumulados). Promol'idos,
respectil'alnenle, por el Consejo l~jecUlil'O de fa Generalidad
de Cala/una. ¡Jor' el Gobierno Vasco J' por la Junta de
Andalllcia en rdación con di\'ersos preceptos de los Reales
Decrelos 1.6Ió/JY85, de II de sepllembre; 1.6 17/JY85.de
11 de sep/icmhre; 1.618/1'J85. de 1/ de septiembre, .v
579/1988, de 10 de junio, lOdos ellos retatil'os al control
metrológico.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don Francisco
Tomás y Valiente, Presidente; don Francisco Rubio Llorente, don
Fernando Garcfa~Mon y González-Regucral, don Carlos de la Vega
Benayas, don Eugenio Díaz Eimil, -don Miguel Rodríguez-¡>íflero y
Bravo Fcrrcr, don Jesus Leguina Villa, don Luis Lópcz Guerra, don Jose
Luis de los Mozos y de los Mozos, don Alvaro Rodríguez Hereijo, don
Vicente Gimeno Scn4ra y don José Gabaldón Lópcz, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En los conflictos positivos de competencia acumulados nums.
44/1986.48/1986,49/1986.50/1986,64/1986 Y 1.602/1988. promovi­
dos, respectivamente, por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de
Cataluña (núm. 44/1986), representado por don Ramón Gorbs i
Turbany, por el Gobierno Vasco, representado por don Javier Otaola
Bajeneta (núms. 48, 49 Y 50/1986), la Junta de Andalucía, representada
por don Miguel Bravo-Fertcr Delgado (núm. 64/1986), Y el Consejo
Ejecutivo de la Generalidad de Cataluí13, representado por don Josep
María Bosch i Besa (núm. 1.602/1988; en relación con diversos
preceptos del Real Decreto 1.616/1985, de JI de septiembre, «por el que
se: establece el control metrológico que realiza la Administración del
Estado)); el Real Decreto 1.617/1985, de 11 de septiembre, «por el que
se establece el procedimiento pal1.l la habilitación de Laboratorios de
Verificación Metrológi<:"a oficialmente autorizados)); el Real Decreto
1.618/1985, de 11 de septiembre, «por el que se establece el Registro de
Control Mctrológico», y el Real Decreto 579/1988, de 10 de junio, que
«regula el Control MClrológico CEE)}. Ha comparecido el Abogado del
Estado, en la representación que legalmente ostenta, y. ha sido Magis­
trado Ponente don Eugenio Díaz Eimil, quien expresa el parecer del
Tribunal.

L Antecedentes

L. El. 13 de encro.de 1986 tuvo entrada en el registro del Tribunal
ConstitUCIOnal un esento, presentado en el Juzgado de Guardia el dia 11
anterior, de don Ramón Gorbs i Turbany, registrado con el núm.
44/1986, por el que se plantea, en nombre y representación del Consejo
Ejecutivo de la Generalidad de eataluna, un conflicto posítivo de
competencia contra los siguientes preceptos de los Reales Decretos que
a continuación se enuncian y con números; a) 1.616/1985, de 11 de

académico, lo relativo a su aprobación por el Consejo Social y la
exigencia de que conste en el tablón de anuncios) y 16.1 (en cuanto que
atribuye la inspección del funcionamiento de los servicios de la
Universidad al Servicio de lnspección)del Real Dcueto 898/1985, de 30
de abril, sobre Regímenes del Profesorado Universitario, invaden las
{:ompctencias atribuidas a las Comunidades Autónomas del País Vasco
y de Catalufla.

2.° Declarar que la Disposición adicional primera no invade las
competencias de las Comunidades Autónomas recurrentes, si se inter­
preta en el sentido que se expone en el fundarnento jurídico 4.°, apartado
D), de esta Sentencia,

3.° Desestimar los presentes conflictos de competencia en todo lo
demás.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado)).

Dada en Madrid, a doce de diciembre de mil novecientos noventa y
uno.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio L1o­
renle.-Fernando García-Mon y. Gonzáiez-RegueraL-C'arlos de la Vega
Bcnayas.-Eugenio Díaz Eiml1.-Miguel Rodrigucz-Pillero y Bravo­
Ferrer.-Jcslls _Leguina ViHa.-Luis López Guerra.-José Luis de los
MOlOS y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez Bercijo.-Vicente Gimeno
Scndra.-Jose Gabaldón López.-Rubricados.

septiembre, «por el que se establece clcontrol mdrológico que realiza
la Administración del EstadQ)), al1s. 6, párrafo 2,°.7,8,9,10,11,12,13.
14, 16, 20 Y24, párrafo 2; 25, 29; Disposición- transitoria tercera, párrafo
2,()~ b) 1.617/1985, de 11 de septiembre, «por el que se establece el
procedimiento para la habilitación de Laboratorios dc Verificación
Metrológica oficialmente autorizados)}, al1s. 1, párrafo ultimo, 3, 4, 5,
p;irrafo 2" y último, 6. 7, 8, 13. 14, 16. 18. 19 Y21; Ye) 1.618/1985, de
11 de septiembre, «por el que se establece el Registro de Control
Metrológico)). Se solicita de este Tribunal que declare que la competen­
cia controvertida y ejercida en las dispósici~es reglamentarias mencio­
nadas corresponde ala Generalidad de Cataluña y que, en consecuencia,
se .«deroguem> los preceptos impugnados.

Los términos de este conflicto y su fundamentación jurídica, a tenor
del escrito de planteamiento y de la documentación que se adjunta,
resu1tanser los siguientes:

El control metrofógíco:

A) L1distribución de competencias en materia de pesas y medidas
(<<Mctrologím). según la terminología de la Organización Internacional
de Metrología legal y de la nueva Ley) viene regulada en el urt. 149.1.12
de la Constitución y en el art. 11.5 del Estatuto de Autonomía de
Cataluña, De acuerdo con estos preceptos, corresponde al Estado la
Iegisl<lción en la materia ya la Generalidad de Cataluña la ejecución de
dicha legislación.

Con arrego a la normativa anteríora la vigente Ley 3/1985, de 18 de
marzo, de Metrología -que fue· objeto del recurso de insconstitucionali­
dad núm. 536/1985- <.'Sdecir, a la Ley 88/1967, de 8dc noviembre, de
pesas y medidas, y al Decreto de 1 de febrero de 1952, que la
desarrollaba y tenía su origen en la v;:eja Ley de 1892, la llamada
actividad de control metrológico poseía las sigUIentes fases: aprobación
del modelo, autorización de modificaciones, comprobacíón íniciaL
comprobación periódica, in'spcccíón y vígilancia, y sancioncs. Las
funciones correspondientes a tales fases se ejacian por los siguicntes
órganos de la Administración del Estado: Presidencia del Gobierno, las
dos primeras: Delegaciones de Industria, de la tercera a la quinta: y
Gobernadores Civiles, las dos últimas; sin pcljuicio de que las facultades
de vigilancia correspondieran también a los Alcaldes y la imposición de
las sanciones de multa hasta cicrta cuantiaa los Ingenieros Jefes de las
Delegaciones de Indu'stria por delegación del Gobernador Civil. Este
esqucma d.e funciones y fases de control, así como de órganos, sirvió de
base al traspaso de competencias efectuado a la Gencralid'ld en la etapa
prcautonómica, en vil1ud del Decreto 1.348/1978, de 23 de junio: de
suerte que se transfirió a la Administración autonómica las funciones
que antl'S efectuaban las Delegaciones Provinciales del Ministerio de
Industria, ya rcseúadas, segun se enuncian con detalle en el art. 4 y en
el Anex.o del citado Decreto> '

En virtud de la Disposición transítoriasexta, apartado 6.°, del
Estatuto, tales funciones fueron posteriormente asumidas con carácter
definitivo y automático; y ya se ha visto como el arto 11.5 del Estatuto
atribuye a la Generalidad la ejecución de la legislación estatal; no es por
eso casua1que el Real Decreto 738/1981, de 9 de enero, de traspasos en
materia de industría. en su apartadoR!.), afirme que la Generalidad
«aplicará la legislación del EstadO)} en pesas y medidas; es, por tanto.
evidente que después de la aprobación de la norma estatutaria se
modificó la situación propia de la etapa prcautonómica, abarcando
desde entonces la competencia de la Generalidad tanto funciones
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propias de la esfera provincial como las tradicionalmente atribuidas a la
l'sl~~ra central.

Sin c~barg~. el art. 7.4 de J~ cilada Ley 3/1985. de Metrología. vino
:l alterar mdebldamcnh.' este «diáfano» esquema de distribución compe­
tencia!' limitando las hlL'ultadcs de las Comunidades Autónomas v
:ttribuYl'ndo al Estado las fases de aprobación del modelo y verificación
periódica, dentro de la actividad de control rnclrológico. Pues bien, del
Real Decreto 1.616/1985 ahora controvertido y por el que 'se estahlece
el control mctrológ¡co Que realiza la Administración del Estado y se
reservan una serie de competencias al Centro Espailol de Metrología,
cabe predicar los mismo!) vicios de incompetencia que ya se seilalaron
en su dia en el recurso de insconstitucionalidad interpuesto contra la Ley
que este Decreto viene a desarrollar.

El Titulo 1 del precitado Decreto regula la (~aprobación del mod<"'lo»
que es una actividad reglada y tipicamente ejecutiva, pues se limita a
comprobar que el tipo examinado se adcnia a los requisitos y exigencias
contenidos en la norma, En conse('uencia, la atnbución de estas
111cultades al Centro Espailol de Metrologia supone una invasión de las
competencias autonómicas de ejecución, Y, en concreto, son inconstitu­
cionales por transgredir com(X~tencias dI.:' la Generalidad; a) el art. 6,
pürrafo L°, que atribuye a dicho Centro la facultad de verificar las
modificaciones y dispositivos complementarios del modelo; b)c1 art. 7;
que permite a ese Centro revocar una aprobación de modelo en algunos
supuestos de desviaciones o infracciones de la normativa, pw..~sto que la
n'vocación de una autorización y su concesión son en buena lógica dos
facultades indisolublemente unidas; c) el art. 8, que concede al Centro
la potestad de efectuar pruebas de fiabilidad o envejecimiento de
instrumentos o sistemas de medida, ya que, de nuevo, tal facultad debe
ir paralela a la de autorización del modelo; d) el art. 9, que permite al
('<..'ntro estatal de referencia fijar el número de instrumentos o sistemas
de medida que deben ser presentados con la solicitud de autorización de
modelo, por razones idénticas a las anteriores; e) de forma genérica,
invaden también competencias autonómicas los arts. 10 a 20, pues las
alusiones al Centro Español de Metrología contenidas en estos preceptos
d~bit7ron entenderse referidas a los correspondientes órganos auto­
nomlcos.

Otro tanto cabe decir del Título IJ de este Decreto, relati vo a la
(\Trificación primitiva», Las comprobaciones y ensayos que tal activi­
dad entraila, así como la colocación correcta de los puntos de precintado
y la lijación de los errores maximos permitidos, son también actos
típicamente ejecutivos que, por ello, deben caer dentro de la esfera
autonómica según el art. 11.5 del Estatuto. Sin embargo, en
los arts, 14, párrafo 2.°, 25 Y 29 del citado Decreto yen la Disposición
transitoria tercera, párrafo 2.°, se encomienda la realización de la
\'Crificaciónprimitiva al personal técnico del Centro. quien pw.·de
exceptuar de este control a determinados instrumentos a causa de sus
características técnicas o de utilización; y se exige que los precintos que
identifican haber superado este control lleven las siglas del Centro;
finalmente, la indicada Disposición transitoria concede al Centro la
facultad de ampliar el plazo de cinco all.os destinado a someter a la
aprobación olicial los instrumentos y aparatos que ya estuvieran en
servicio. Frente a estos razonamientos. no puede sostenerse que tal
regulación obedece a la «necesidad de corregir la dispersión funcional
existente», porque tal exigencia no pUt~de <(Costearse a expensas del
sistel11n de distribución de competenCÍas»). La unificación de la actividad
I1lctrológiea nacional dcbe garantizarse con una legislación estatal clara
y uniforme.

La habilitación de laboratorios de vt.~rificación metrológica:

B) La potestad de habilitar laboratorios que efectúen la verificación
primitiva de instrumentos, medios o sistemas de medida resulta
inseparable de la misma actividad de control metrológico a la que viene
vinculada. No obstante, la Ley 3/1985, de Metrologia, reserva esa
función al Estado, yel art. 1 del Real Dccreto 1.617/1985. de 1I de
septiembre, aqui impugnado, reserva c1olOrgamiento de dicha habilita·
ción al Centro Espailol de Metrología, lo que, de nuevo, choca de plano
con 1¡lcompetencia de ejecución asumida en el art 11.5 del Estatuto. Por
este motivo, ('onfiguran una invasión de las competencias de la
Generalidad de Cataluúa los arts. 3 a .16, J8, 19y 21 del Decreto
precitado.

El registro del control metrológico:

C) El art 8,1 de la Ley 3/1985. de Metrología, opliga a las personas
que se propongan fabricar, importar o comercializar, reparar o ceder en
arrendamiento los instrumentos, aparatos. medios y sistemas de
Jllc(lJda, que sirvan para pesar, medir o contar, a que soliciten y
obtl'ngan previamente su inscripción en el Registro de Control Mctroló·
giro ~~cn los supuestos y condiciones que reglamentariamente se deter­
minCI1)}. El desarrollo reglamentario de este precepto SC' ha hecho en el
Real Decreto 1.618/1985. de 11 de septiembre. en cuyo art. 1 se establece
c.lmcncion.ad~ Registro, dependiente.del Centro Español de Metrologia.
El estableCImiento de esa dependenCia orgánica invade la competencia
m!lonómica de ejecución en la materia, de la cual es una manifestación
evidente la llevanza del Registro controvertido, pues la naturaleza de las
insrnp~ioncs que, con caracter previo, en el mismo se practiquen,

equivale a una autorización. La inscnpción es un acto reglado y de
estricta comprobación de las condiciones fijadas en la norma, De cuanto
se ha dicho se desprende que son J.asComunidades Autónomas que
hayan asumido n.Hllpetcncias de ejecucióli en la materia las competentes
para ejercer en su territorio todas las facultades que este Decreto
atribuye al Registro de Control Metrológico,

2. Por providen('ia de 22 de encro d<..' 1985, la Sección Cuarta del
Pleno de este Tribunal dispuso: a) admitir el precedentt~ conflicto que,
como establece el arto 67 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional
(LOTC), se tramitará por las normas del recurso de inconstitucional-i­
dad: b) dar traslado de la demanda y demás documentos prcsc;ntados al
Gobierno de la Nación, por conducto del Ministerio de Justicia, y a
ambas Cámaras de las Cortes Generales por medio de sus Presidentes,
al objeto de que formulasen alegaciones en el plazo de quince días
(ar1. 34 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. LOTC); c)
dirigir oficio ..11 Presi€lente del Tribunal Supremo por si los Decretos
discutidos cSlUvit'fi.\n impugnados antc su Sala de lo Contencioso­
Administrativo, en cuyo caso debería suspenderse el. curso del proceso
ordinario ha~ta quc terminara este conflicto constitucional (arto 61.2 de
la LOTC); d) publicar la incoación del presente conflicto en el «Boletín
Oficial del EstadO) v en el (~Diario Oficial de la Generalidad de
Cataluúa), para gcnerill conocimiento.

Con fecha 13 de febrero de 1986, St.' registró un escrito del Presidente
del Senado en el que se solicitó que se tuviera por personada a la Cámara
Alta y por oh'ccida su colaboración a los efectos del art. 88.1 de
la LOTe. En cscrito registrado el dia JI del mismo mes, el Presidente
dd Congreso de los Diputados comunicó a este Tribunal que esa
Cimara no h¡Hía uso de las facultades de personación y'formulación de
alegaciones que le concede la Ley Orl?ánica de este órgano constitllcio·
nal. ofreciendo también su colaboranón.

3. El Abogado del Estado, en la representación que legalmente
o~tenta y mediant(' escrito de fecha 19 de febrero de 1986. solicitó que
se acordase la acumulación del presente conflicto (núm. 44/1986) con
los conflictos núms. 48. 49,50 Y 64/1986, promovidos por el Consejo
Ejecutivo de la Generalidad de Cataluiia, el Gobierno Vasco y la Junta
de Andalucía en relación con los Reales Decreto 1.616, 1.617 Y
1.628/1985, de II de septiembre, todos ellos en desarrollo de la Ley
3/1985. de 19 de marzo, de Metrologia. Mediante proveído del día 26
sigüiente, la Sección suspendió el plazo de alegaciones y resolvió oír a
las panes subre la acumulación qUí..~ se instaba en el plazo común de diez
dias.

4. El Gobierno Vasco, por escrito registrado el 13 de enero de 1986,
con ntHll. 48f19R6, promueve conflicto positivo de compett"ncia frente
al Real Decreto 1.618/1985, de 1I de septiembre, «por el que se establece
el registro de Control Metrológico». Se solicita que se declare la
titularidad autonómica de las competencias controvertidas y. en eonse­
cllenria, que se anulen o se declaren inaplicables en el País Vasco
los arts. 1, 3,4 Y 5 Y la Disposición adicional segunda de dicho Decreto,
Asinlismo. se suplica que el conflicto se tramite por la via del arto 67 de
la LOTC, al entender que el vicio de incompetencia de la disposición
reglamentaria discutida deriva de los arts, 7, apartados 4.° y 5,°, 8 Y 13,
apartado 6.°, de la Ley 3/1985. de 18 de marzo, de Metrología.

La fundamentación de cste conflicto sobre la actividad de registro del
control metrológico resulta ser la que- a continuación se narra:

A) La competencia autonómica en esta materia se desprende
del art. 11.5 del Estatuto del Pais Vasco y del art. 149.1.12 de la
Constitución, que atribuyen competencias ejecutivas en Metrología a la
Comunidad Autónoma. Y no es ocioso traer a colación que la posición
mayoritaria en la doctrina {'Íentífica (,'onsiste en reconOcer un protago­
nismo d<"'st<lcado a las Administraciones autonómicas en este tipo· de
eompt~tenciasejecutivas, con el fin de evitar la duplicidad de órganos de
ejecución. Señala el Gobierno Vasco que nos hallamos, en el caso del
Real Decreto 1.618/1985, ante un supuesto en que al Estado corres·
ponde la 1cgislación y la emanación de reglamento~, es decir, toda la
actividad normativa, quedando en el ambito autonómk'o la actuación
administrativa de ejecución. Este criterio interpretativo, cxtraído de la
propia jurisprudencia constitucional, ya se si~uió en el Real Deere·
lO 1.689/1978, de 15 de julio, de transferenCias, en cuyo art. 11 se
traspasó al Pais Vasco las funciones que t~n su ámbito territorial
realizaban las Delegaciones Provinciales del Ministerio de Industria y
Encrgia sobre tramitación de expedicntes de homologación, inspección
en materia de normalización y unificación. contratación y control en las
matL'rias ji disposiciones que se Iístan en el Anexo 11, Es ésta, pues, una
competenCIa ya transferida y asumida luego definitivamentc en el
Estatuto, La disposición impugnada viene, no obstantc, a alterar este
esquema de distnbución de competencias.

B) El preámbulo del Decreto impugnado aludc al art. 8 de la Ley
J/1985, de Metrologia. donde se establece la necesidad de la previa
tnscripcion en el Registro de Control Metrológieo por parte de quienes
deseen parllClpar en esta actividad. No obstante, no se dicc alli que este
registro deba dependeí' del Centro Español de Metrología, Por el
contrario, cuando el Tribunal Constitucional ha tenido ocasión de
rderirsc a la actividad registra!' al enjuiciar el registro de convenios
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colectivos (STC 18/1982, fundamento jurídico 8.°), ha sostenido que la
organización de un registro debe considerarse inmersa en el concepto de
reglamento interno u organizativo, mientras que los aspectos externos
del problema, derivados del hecho registral, y que puedan suponer la
ampliación o restricción del registro, inciden en el ámbito normativo y
corresponden al ámbito competencial del Estado, según el arto 149.1.7 de
la Constitución, Pero la regulación de la actividad registral no puede
extenderse hasta el extremo de suplantar a la Administración autonó­
mica en la ejecución de la legislación estatal, sin perjuicio de que la
Administración central pueda centralizar convenientemente la informa·
ción derivada de los registros.

5. Por providencia de 28 de, enero de 1986. la Sección Tercera del
Pleno acordó: a) admitir el presente conflicto a trámite que, como se
pide en la demanda y establece el art. 67 de la LOTC, se tramitará por
las normas del recurso de insconstitucionalidad; b) dar traslado de la
demanda y de los demás .documentos presentados al Gobierno de la
Nación, por conducto del Ministerio de Justicia, y al Congreso de los
Diputados y al Senado, a traves d_e sus Presidentes, al objeto de que
puedan formular alegaciones en el plazo de quince días (art. 34 de
la LOTC); e) dirigir oficio al Presidente del Tribunal Supremo, para
conocimiento de la Sala de lo Contencioso-Administrativo, por si
estuviera en ella impugnado el referido Real Decreto, en cuyo caso
debería suspenderse el proceso ordinario hasta la decisión del conflicto
L'onstitucionaf (ar1. 61.2 de la Constitución); d) publicar la incoación del
conflicto en el ((Boletín Oficial del Estado)) y en el «Diario Oficial del
País VascQ»), para general conocimiento.

El ¡ I de febrero de 1986, en escrito registrado el día 26 siguiente, el
PresidL'nte del Congreso de los Diputados comunicó que la Cámara no
se personaria 'ni formularía alegaciones, dejando a disposición de este
Tribunal las actuaciones que pudíera precisar. El día 13 del mismo,
mediante escrito presentado en el Registro General el día 18 siguientc,
el Presidente dd Senado solicitó que se tuviera por personada a la
Cámnra y ofrecida su colaboración a los e!Cctos del arto 88.1 de la LOTe.

6. Medial1te escrito registrado en la misma fecha. el U de enero
de 1986, y con núm, 49/198.6, el Gobierno Vasco plantea conflicto
positivo de competencia contra el Real Decreto 1.616/1985, de 11 de
septiembre, «(por el que se establece el control metrológico que realiza
la Administración del Estado)}, solicitando que se anulen o se declaren
inaplicables en el País Vasco los arts. 1,2.7.8,9, 10. 11, 13, 14, 16,20,
25 Y29. Disposición adicional primera y Disposición transitoria tercera.
Se insta de este Tribunal que tramite el conflicto por la vía del art. 67

. de la ~_OTC y declare la inconstitucionaJidad de los arts. 7, aparta­
dos 4.'1 y 5.°, Y Ll6 de la Ley 3/1985, de Metrologb.

LIS argumentaciones que se vierten en el escrito por el que se
promueve este conflicto constitucional sobre control metrológico son las
slguicnlt's: después de reproducir las mismas alegacione, ya formuladas
l::J1 la demanda dd connicto numo 48/1986 y con idéntico tenor literal,
seú.¡Ja l'i Gobierno Vasco que los preceptos impugnados recogen
COmpe1l'IKias ejecutivas propiaS de la Comunidad Autónoma. Así, v. gr.,
b aprobación de un modelo (art 20 del Decreto) debe corresponder al
País Vasco en los tL;rminos que reglamentariamente sean establecidos
por el FS!Jdo, sin peljuicio de que dichas resoluciones pUL'dan ser. en su
caso. ci.lMdJnad<ls~ y otro lanto ocurre con la verificación primiti­
Va (al!. 25).

7. Por providencia de 22 de enero de 1986, la Sección Segunda dd
Pl('Jl(i :',l'Oldó: a) admitir el presente conflicto a trámite que, como se
pide l'l1 t,l demanda y establece el art. 67 de la LOTe. se tramitará por
las normas del recurso de inconstitucionalidad; b) dar traslado de la
dcm,p,da y de los dcrn:is documentos presentados al Gobierno,de la
NaclOn, por conducto del Ministerio de Justicia, y al Congreso de los
DiputJdos y al Senado, a traves de sus Presidentes, al objeto de que
puedan formular alegaciones en el plazo de quince días (art. 34 de
la LOTC); c) dirigir oficlo al Presidente del Tribunal Supremo. para
COIl()Ónllcnto de la Sala de lo Contencioso~Admini5trativo, por si
estuviera en ella impugnado el referido Real Decreto, en cuyo caso
debena suspenderse c-l proceso ordinario hasta la defÍsión del conflicto
L'On~tiltl(ion;:¡l{art. 61.2 de la LOTC); d) publicar la incoación del
conf1illo en el «Bok~tín Oficial dd Estado)) yen el «(Diario Oficial del
P<1IS VdSCO)). para gen<.'fal conocimiento.

El 11 de febrero de 1986, ('n L'~crito registrado el día 26 siguiente, el
Prc)idente del Congreso de los Diputados comunicó que la Cámara no
se personaría ni fGrmularía alcg~lCioncs. dejando a disposición de este
TnbuJlal las actuaciones que pudiera precisar. El día 13 del mismo,
mediante escrito presentado en d Registro General el día 18 siguiente,
el Presidente del Senado soliCJtó que se tuviera por personada a la
('<íl11ar;¡ y ofrecida su col<lhoración a los efeL·tosdel art. 88.1 de la LOTe

s. De nuevo el Gobierno Vasco, en escrito registrado el 13 de enero
de 1986 con núm, 50/1986. lonnalu<l cont1icto positivo de competencia
frente al Real Decreto 1.617/1985. de 11 de septiembre, «(por el que se
c'Stablcre el procedimiento para la habilitación de laboratorios de
vcrilirarión metrológica oficialmente autorizados)), solicitando que se
anulen o se declaren inaplicables en el. Pais Vasco los arts. 1, 3, 4, 5, 6,
7,8,9, 13, 14, 16, 18, J9, 21 Y DISposlCion final primera. Asimismo, se

pide que el conflicto se tramite por la vía del art. 67 de la LOTC y que
se declare la inconstitucionalidad de los arts. 7, apartados 4.° y 5. 0

,

Y 13.6 de la Ley 3/1985. de Metrología.
La fundamentación del conflicto resulta ser idéntica a la ya expuesta

por la misma Administración aclara en los 'anteriores con núms, 48 y
49/1986. Con carácter nuevo en este proceso constitucional, se advierte
que el propio preámbulo dd Real Decreto 1.6J7/1985 ~:e refiere al
Capítulo tercero de la Ley de Metrología que. viene a d~safrollar. Se
impugna que el art. 1, in fine, del Decreto discutido conceda la
autonzación para habilitar estos laboratorios exclusivamente a! Centro
Español de Metrología, lo que supone desplazar indebidamente a la
Administración autonómica del ejercicio de un acto administrativo de
pura ejecución tal cual es la habilitación, acto que debe estar inserto en
la competencia autonómica. El resto de los preceptos i-mpugnados se
recurren bien por carecer de contenido normativo, bien por atribuir
competencias ejecutivas al citado Centro, yen general al Estado, en vez
de a la Admimstración autonómica.

9. Por providencia de 22 de enero de J986, la Sección Segunda del
Pleno acordó: a) admitir el presente conflicto a trámite que, como se
pide en la demanda y establece el art. 67 de la LOTe, que se tramitará
por las normas del recurso de inconstitucionalidad; b) dar traslado de la
demanda y de los demás documentos presentados al Gobierno de la
Nación, por conducto del Ministerio de Justicia, y al Congreso de los
Diputados y al Senado, a lravés de sus Presidentes, al objeto de que
puedan formular alegaciones en el plazo de quince días ,(arto 34 de
la-LQTC); e) dirigir oficio al Presidente del Tribunal Supremo, para
conocimiento de la Sala de lo Contencioso·Administrativo, por ~i
estuviera en ella impugnado el referido Rcal Decrcto, en cuyo caso
debería suspenderse el proceso ordinario hasta la decisión del conflicto
constitucional (art. 61.2 de la LOTe); d) publicar Ja incoación del
counicto en el «Boletín Oficial del Estado)) y en el «Diario Oficial del
País Vasco», para general conocimiento.

El 11 de febrero de 1986, en escrito registrado el día 26 siguiente, el
Presidente del Congreso de los Diputados comunicó que la Cámara no
se personaría ni formularía' alegaciones, dejando a disposición de este
Tribunal las actuaciones que pudiera precisar. El dfa 13dcl mismo.
mediante escrito presentado en el Registro General el dia 18 siguiente,
el Presidente del Senado solicitó que se tuviera por personada. a la
Cámara y ofrecida su colaboración a los el<"'ct05 del art. 88,1 de la LOTe

10. La Junta de Andalucía, mediante escrito presentado en el
Rcgi~tro de este Tribun<1! el 20 de enero de 1986 y registrado fOIl
núm. 64/1986. promueve conflicto positho de eompclencia en rclációll
con el art. 25 del Real Decreto L616/19H5. de ¡ 1 de septiembre. sobre
control metrológico, y con los arls. 1, párrafo último; 4: 5. pánafos
2.° y 5.°; 6; 7; 8; 9; 13; 14. párrafo 2°; 16. 18, 19 Y 21 del Real Decrdo
1.617/1985, de 11 de septiembre, sobre labor<.ltorios autorizados para la
verificación l1lL'irológica. La Comunidad Autónoma actora solícit~l qLlc
se declare que las competencias controvertidas son de su titulandad, ;jsi
como que los preL'cptos impugnados no resultan de apllcaóón en Sl.l

territorio.
Los términos de este conJ1icto. según se recogen en la demanda, son

los siguientes:

A) La controversia constitucional se tcntra en una rcivindlcal·¡ón
dc la titularidad de la competencia para ejercer dos funciones concretas;
la realización de la verifícación primitiy<\ como fase de control O1ctroló­
gico.· y, por otfO lado. la habilitación de los laboratorios que utili¡an C~;(;l

ac!ividad de control, así como el nombramiento dc los Jefes r Suhjefl's
dc los mlsmos y la labor dé supervisión y contruL Perfilado el objeto
conflictual, la regla dc distribución competcncia! en mJtí:J ia de Mdrolo­
gÍ<l es diáf<.JIla: se atribuyen al Estado las facultades normJtivas en su
integridad y a la Comunidad Autononla andaluzil la cjeL'ución de la
Icgi~lacióll estatal (art. 149.1.11 de la COJist¡tución yarL 17,liJ dd
Estatuto Andaluz). Por tanto, el problema radica en resolver si las
cOlllpclcncias controvertidas tienen n<ituldlCl<.l nornl<lliva o ejecutiva: y,
sobre esta cuestión, «no existe posible discusióm)o, pue!> el propio
Gobierno reconoce la naturaleza ejecutiva de aquéllas, aunque discuta
que todas las pOlcstades ejecutivas queden fuera del ambito estataL el
litigio puede reconducirse a analizar si los supuestos títulos competen­
cialcs in vocados por el Estado en su escrilo de r('('hazo del requerimiento
de incompetencia poseen o no, en realidad, el caracler de verdaderos
títulos competencialcs. Estos pretendidos títulos son tres: las relaciones
internacionales (art. 149.1.3 de la Constitución), el comercio exte~

rior (mI. 149.1.10) y fa regulación de las condiciones básicas del
ejercicio de la libertad de empresa (art. 149.1.1). Y conviene analizarlos
por separado.

B) Cuando el art. 149.1.3 de la Constitución reserva al Estado la
competencia sobre las relaciones internacionales, está pensando en la
actividad del Estado COHlO sujeto de Derecho Internacional y no en
actividades en que actúa como Administración pública interna. Esta
razón basta por sí sola para hacer evidente la improcedencia de la
invocaCión de ese título L'ompetL'ncial. No obstante, el -Estado puede
alegar su competencia para adoptar las medidas que lleven al cumpli~

miento de los compromisos asumidos en convenios y tratados interna-
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cion:l1es y. en particulaL la:'. necesarias para ha(Tl efectivas las directri­
ces 71/316/CEE, de 26 de julio, y RO/IXI/CFE, de 15 dI..' h.'brcH1. Pero
tak~ medidas dcbl..'ll mantenerse ~icmprl' en el li..'ITcno ti:.: las medidas
normativas en matcria de Metrología, por estricto lT'pi.'lo al orden
inkrno de distribución de t'ompc!cncias.

(') SI pUf comercio se entiende la, ll('gociación que se practica al
comprar DH'rcandas, la regulación del comercio (art. 14Y.I.13 de la
(01JstiW"';Úll) debe comprender el conjunto de lTg!aS que disciplinan
dicha ncgociación. Mas dificil mente se alcanza a ver en qw:.: medida el
ennllOl mctrológico forma parle de la negociación comerCIal cxtcriOL
porqUl' su objetivo no ('$ otro que la tutela de los inll'!T",CS dd
l>'_lIl:'>umidor intcrior según el art 7.1 de la Ley th' Metrologia. Bien es
cierto que cuando se protege al consumidor interior, a la vez:. se
amparan los intereses del comerciante exterior que adquiere en Espaúa
instrumentos de medida, pero dicha tutela no es sino un refl('jo indirl'cto
y derivado de la anterior; y esta conexión remota no permite erigir al
l-oll1(Tcio exterior en una Slll~rte de (011111/,'1'((-' e/al/se que altere y vacíe
cualquier regla de distribución competcncia!. como ya rl'conoóú el
Tribunal Constitucional en la STC 125/1984, fundamento Juridico L"

D) Más complicada es la invocación por el Estado del ar1. 149.1.1
de la Constitución, pues no se advierte con facilidad la conexión que
cxi ... tl' entre la regulación de las condiciones btbieas que gamnticen la
igualdad en el ejercicío de los derechos de todos los cspano1cs y la
Metrologia. Así el art. 149.1.1 contempla una competencia legisbti­
v'a (STC 36/1981) y el control metrológico se efectúa por actos de
simple ejecución. En este mismo contexto, tampoco pucde compren­
derse la invocación del art. 139.2 de la Constitución y no se <Idivina de
dónde se infiere la presencia de obstáculos a la libre circulacíón (Í\:
J11crcanrfas. No menos retorica resulta ser la invocación de! art. ))) (il­
la Constitucíón. Quizá d Gobíerno de la Nación ha qucridü n:feril':'c a
la inconveniencia de una disparidad de criterios autonómicos en la
¡¡pl¡~ación de las normas estatales, considerando que t'n esta mall'ria
dchl'rfa existír cierta uniformidad, Pero la consecución de esa finalldad
no puede haccrsr.: vaciando las f~lcultades autonómicas dc cjcnicíon.

F) Por ultimo, es oportuno traer a colanón. a efcctlls Interprctati­
HI". qlh' d Decrdo 4.1641 I982. de 25 de diciembre, de traspasos en
m;¡tnia (k industria y Gtras lllaterlaS (en su apartado B. L 3), transfirio
;¡ la (\Jl11Unidad Autónoma andaluza las funciones que ahora el Estado
pidcnde sustraerle mediante los Decretos impugnados en un claro
(.fraude). a la ConstitueioJ1 y al Estatuto de Autollomia.

l ¡ Por provídrncía de 2g de enero dr 19X6. la Sección Cuarta del
Pkth) acordó: al admítír a tdmitc el prc~ente conflicto que, hahida
CU('llt~1 de la existencía de la Ley 3/1985. de 18 de marzo. de Metrología,
;. sCl:<m dispone el ano 67 de la LOTe, se tramitará por las reglas de!
r,'1.'llrsU de inconstJtucionalidad; h) dar traslado de la demanda y de los
dcm,Í', documentos presentados al Gobierno de la Nación, por conducto
(H !vl¡nisterío de Justiria, y al Congreso dc los Diputados y al Scn<'Klo,
:1 lnlvés de sus Presidentl's. al objeto de que puedan formular aleg;.lCio­
ne" I.'n el plazo de quincc días (ar1. 34 de la LOT( .): el dirigir ofícin al
Pn.',ldente del Tribunal Supremo. para conot.'Ímíento de la Sala de lo
i o111cJ1cio.)u-:\dministrativo. por si estuvIera l'n ella impugnado el
j',~r,.Tldo Real Decreto, en cuyo caso debería suspenderse el proceso
(1'~1inario hasta la decisíón del conflicto constitucional (arl. 61.2 de
le; lOTe): d) publicar la incoacíón del conllicto en el «(Bo1ctin Oficíal
.;td Estadü)} v cn el «Diario Oficial de la Comunidad Autonoma
Andaluza»., p,íra general conocimiento.

El 11 d,.' febrero de 1986, ('n escrito registrado el dia 16 SIguiente, el
PrcsHknte del Congreso de lo~ Diputados comunicó que la Cámara no
s~ p,'lvmaria ni formllbria alcgacione~, dejando a disposicion cll' csk
1 ¡"[bunal las actua,~i'}\leS q'_le pudíera precisar. El dia 13 del mismo.
mediante escrilO presentadn en el Registro General el dla 18 siguiente.
'-'1 Presidente del Senar!;> solicitó que se tuvíera por pcrsomlda a 1;1
C'nnara y ofrecida su cobhoración a los efectos del art. 8~c I de la LOTe.

12. El 6 de mayo de 1986, se registró en ('str Tribunal un esuito de
ak·gaC!011eS del Abogado del Estado, por el que se opone a las
r~'cL.ln1al·iones compl'tcncialcs efectuadas en los escrítos de plantea·
nllcnto de los conl1ictos positívos de competencia acumula­
dos núms. 44, 48,49, SO Y 64/1986, contra distintos preceptos de los
Hea!cs Decretos 1.616, 1.617 Y 1.61Xj1985. de I1 de septiembre.
dictados en desarrollo de la Ley 3/1985, de Metrologia. El Abogado del
Estado solicita que se dcclare la titularidad ('stnlal de las competencias
controvertídas en virtud de las siguientes argumentacIOnes:

i\) Los presentes conDictos son una «(pura dcriv'ación o consecuen~

cia)) del recurso de inconstituclOnalidad 5.\fi/l 985; todos estos asuntos
se apoyan en la Idea comun de que d control mctrológiro es una
,lctlvidad de ejecución que cae· dentro de la esfera de la competencia
autonómica, razonamiento que se _hace extensible a la habilitación de
lahoratorios de verificacíón metrológica ya la llevanza del registro. Esto
s('lltado, es preciso distinguir dos cuestlOlles: 1<1 competencia t'statal para
dit.'lar los Decretos impugnados y la rete'ricla a la atribucion concreta a
determinados órganos de las funciones quc en ellos se estahleccn. Subre
la primera cuestíón no cabe albergar duda alguna, pues son disposiciones

lcglanlenlanas enlllarcabk'i en el concepto material de <<legislaciÓn»
C\ ar1. 149.1.12 de la Constitución. El problema radica. por tanto. en la
atrihuci()n al Centro LSlxl!lol de l\letrolngia de diversas funciones, qtl'..'
son objeto de la impugnación autonr'H1lÍea; y la solución de este
problema pasa por resoh'cr si dichas funciones son o no «ejecutivaS)) y.
(k serlo. si corresponden t'xc1usivamcnte a las ('olllunidadcs recurrent('s.
Mas la determinacion del car~icter ejecutivo o no de las concretas
competencias discutidas sólo puede hacersl' a la vista de los Decretos
recurridos: tras reseñar d contenido, ron detalle, de estas tres disposicío­
nes reglamentarias, el Ahogado del Estado llega a la conclusión que la
Adminístración Central se rcsen'a cuanto «se rt.'iacion3 con la aproha·
ción de modelos v con la verifkaciún primItiva de ínstrumentos
mctrológicos»). así éomo la habilit,tción de los laboratorios, funciones
que encomil'nda a un organismo denominado Centro Español de
Metrología del que se hace depender tambien el Registro, donde ha de
rdk~ars('cuanto ataúc a esta actividad. No hay, en principio, «díficultad
cn n'ConOCl'r la naturaleza ejecutiva de las funciones antes espccifica~

daSl}, si biell dcbe dejarse constaneia de la insuficiencía d(' ('stc criterio
propuesto por las Comunidades actoras, porque en el peculiar caso del
control metrologico el teoríco limíte_ entn: legislación y ej(x'ución se
desdihuja, toda vez que tal normativa no existe en muchos casos «hasta
el grado n'ecesario para permitir la reali/,Kión de una activídad de
cjecución automática, aplicati,a y regla(h\)); y. aunque existina, los
progrcsos kcnicos la harian inservible; en definitiva, se sostiene que
cada acto de control metrológico tiene una naturaleza «cuasi-norma­
tiva»). Con independencía de cuanto preccde, yen lo quc atallc al Real
1kU'l'to I.ú 18/! 965 por el que se cstablece el Registro, no puede
apliclr"~' la dí ... tinClon entre 1cgislaóón ) ejecución para la solución del
prnbkma, es u.:'cir. su vinculación o no al Centro ESP¡lllOI dc Metrología.
depcndienk de la Administración dd Estado. Sc trata de una situación
de dqxndl'ncI<l org<.ínica cuya rontinuidad debe n:solverse (·on criterios
dill:rente'>.

B) ¡-::n '>lIma. el reconocimiento del (',mieter ejecutivo dc las
compckncias en conHictü no implica, ~in nl,is. la ina(kcuacíon constitu­
cional de lo... Decretos cuestionados. Ex.ísten ralOnes que justilícan el
lll;¡ntl'llinlll..'nto de las facultades discutídas en el ámbito de la competen­
cia estataL 110 como una excepción de la regla general que se deriva dI.'
10\ arts. 11.5 dd Estatuto de CalalllllJ.. 17.10 del Estatuto de Andalucía
y 12.5 dd htatuto del País Vasco, sino como una pura ('(Jl1sccl1ellcia
lúgic.i del l'11l'uadramit'lllO de 0510s en d marco de los "dores y
prillt-ipios de l1lll..'stra Constituciún y d(' ~d()s límites que le son propíos}~.

[!leSle sentl\]o. el propio arI. 7.1 de la ley de Metrologia asevera que
ell'ontroJ m(.'(rulügico ticlle por príoridad b defensa de la segurídad, la
pm1l't'óón dc la salud y de los intcreses dl' los consumidores. csta
prioridad tienc como instrumentos la aprobación inicial de modl'los y
la \LTificaci"ln.primitiva; por eonsiguiellte, la igualdad en el ejercicio de
sus dcrcchos tI.:: todos los espallolcs (<trt. 149.1,1 de kl Constitución) es
llll' límite a lo dispuesto en el art. l-FI.l 12 dl' la Norma suprema.

Por otro lado, d control !l1ctrológico se traduce cn una <lutori/anón
adl1linístlali\;\ para J;¡ difusión) l"()J1lerci.:llíJaciondc un instrumento de
llh'dida y dio afecta a lí!kTtades constitucionalmente proh'gidas como
es la recogida en dan. 20.1 b) dc la Constitución: dc·redlO a la
producción cicntífica y t0cl1i(:I. que comprendt' el a('to ncali\'o. i.I b par,
quc la difusión del resultado.

LI!l1hi0n la uni(bd del mercado llacional (ar1. 139.2 (le la Constilu­
ción) rcpn'selHa un fador determinante de la competencia es<.,'.il. con
el lin Je ,,-'\'itar una' c;(cesiva fragmellwcíón de las potestades ,y_~<ul¡\'as

enlre nuia'> Comunidades Autol1omas, las cuales pueden fc',d:;rar los
co-ntro!cs iniciales de forma divcrsJ., con d cOIISIguit'llll' rú>¡¡;o en un
I11crcado Linico

No l11eno., L'vilknle es el alcance supraU!mUllltario de la\ competen­
cias controvertl(!as Jt' cara al comercio c:xterinr. sel!,un hacl' ex.plicito la
di¡cctiv;.1 de la CEe 71/316 CEE. -

el -\ modo de cO!KilIS1Un, "cIl,¡ja d Abogado del Estado que las
C.lCultades t\U~' '>obrl' Iris lahur¡][()rio~, de verificación tlletrolúgica se
atribuyen al Centnl Esparlol de Metrologia en el Rt'al Decre­
to 1.617/1985 St)ll una pura eon..,ecucf!l'ia lógica de las facultades que,
con car<.Íl'lcr general, corresponden a este C('ntro s~'gun el Rt,.t1 Decre­
to 1.6161 I985. Y otro tanto ücum: t'on la depcndent."ia org<Íníca de
dicho Centro dd Rcgistro que estJ.bkce el Real Decreto 1.618/19S5.
Todo ello no es sino un d~rivado de la configuraCión como competencia
estatal de la aprobación inicial de modelos y la verificación primitiva de
inslru l11entos.

El II de lC-brcro de 1986, en escrito registrado el día 2(, siguiente, el
Prl'sidc-ntc del Congreso de los Diputados comunicó que la C:íl:nara no
se pl'rsunana ni formul<lría alegaciones. dej~ll1do a disposición de este
Trihul1al las ,lctuaCHll1l'S que pudll'ra precisar. El dia 13 dd mismo
mediante cscnto presentado en d Registro (¡eneral d día 18 siguiente,
el PIl'sidentc del Si.'nado solicitó que se tuviera P9f personada a la
('{¡mara y ofrt~ciJa su colaboracíon a los efectos dd art. 88.1 de la LOTe.

13. En .-\.uto de íl'cha 17 de abril de 1986, el Pleno dd Tribunal
("Olht!IUCJonal dl'ridló la aeumulacíón de los cínco contlíclOs posítlvos
de competencia precedentes (nullls. 44, 4X, 49. SO Y 64 de 1986).
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14. El Consejo Ejecutivo de la Gener~Jidad de Cataluña, en escrito
de demanda registrado el 7 de octubre de 1988. con núm. 1.602/1988,
plantea conflicto positivo de competencia frente al Real Decreto
59711988, de 10 de junio, por el que se regula el control m<-trológi­
co CEE, en sus arts. 2, apartado 2.°; 7;16, apartado LO: j 8; 21y 23: y
en Jos apartados 1.1, 2.4 Y 5.4 del Anexo 1; y Anexo JI, apartado L° Se
solióta que se «deroguen» "los preceptos impugnados y que se dt'darc
que las competencias discutidas corresponden a la Generalidad en el
ámbito territorial de Catatuiia. Por otrosí, se pide la ¡l<:umuJación de este_
('o11l1i<:to al 44/1986 ysiguíentes.

El conflicto se fundamenta en iassiguientes alegaciones:

A) En materia de metrología era obligado adaptar la normativa
¡ntcrna española a las directivas 71/316/CEE, sobre instrumentos de
medidas Y' métodos de controL ySO/181/CEE, sobre unidades de
medida. En uso<dc la pote,stad delegada por la Ley de Bases 47/1985. de
27 él' diciembre, de delegación al Gobierno para la aplicación del
Derecho de la CEE, se promulgó el Real' Decreto legislativo 1.926/1986,
de 28 de junio, por el que se modifica la Ley 3/1985, de Metrologm, y
se establece el t'ontrol metrológico CEE. Dando cumplimiento a lo
dispuesto en el art. 4 del citado Decreto legislativo ya la normativa
comunitaria, se didó el Real Decreto 597/1988 antes mencionado .y
objeto del presente conflicto. Se denuncia que las disposiciones recurri­
das en este conflicto incurren en el mismo exceso competencial
advertido por la Generalidad de Catalufta al tiempo de impugnar la Ley
3/1985, de Mctrología~ y en los conflictos anteriores, pues en esos
preceptos se reserva al Estado competencias que, por su naturaleza
cjt'cutiva, deben corresponder a las Comunidades Autónomas que hayan
asumido competencias, como ocurre en el art. 11.5 del Estatuto catalán.
En electo, se trata de actos reglados dirigidos a comprobar que las
solicitudes presentadas tienen ciertas condiciones, comp se deduce con
claridad de lo dispuesto en los arts. 5 y 7 del Dccrew controvertido. Tan
patente _es esto que así lo reconoció, incluso, el propio Consejo de
Ministros al" rechazar el requerimiento de incompetencia, por eso la
argumentación subsiguiente se limitará a rechazar la incidencia en -oCsta
matcria de otros títulos competencias más genéricos: relaciones interna­
rionalcs (art. 149.1.3 de la Constitución), comercio exterior
(art. 149.1.1-0), condiciones básicas para un ejercicio igualitario de la
líbertad de empresa (art. 149.1.1 en relación con el arto 38) y, sobre todo.
la supuesta reserva competencial a favor del Estado en la ejecución del
DCfl'cho comunitario.

B) Al contestar al requerimiento de incompetencia el Gobierno
sostuvo Que tanto la aprobación del modelo como la verificación
positiva constituyen actuaciones adminis,trativas de alcance supracomu­
nitario en orden a la importación y exportación de aparatos de medidas,
por imperativo del art. 149.1.3 de la Norm'a fundamental, que excluyen
a las instancias autonómicas. Frente a este alegato debe sostenerse que
los actos producidos por las Comunidades Autónomas en el ejercicio de
sus competencias ejecutivas pueden tener eficacia fuera de su ámbito
territorial (SSTC 37/1981 y 87/1985); yasi se reconoce en el arl. 7.5 de
la propia Ley de Metrologia. El criterio de la territorialidad no puede
delimitar por si solo la titularidad competencial; al contrario, la
posibilidad de -que los aparatos metrológicos puedan salir del ámbito
territorial de su Comunidad Autónoma de origen no debe comportar la
competencia del Estado en la materia. POf otra parte. el·art. 149.1.3 de
la Norma suprema no puede tener un sentido omnicomprensivo de
todas aquellas actividades en que pueda detectarse algún elemento de
extranjería. vaciando preceptos estatutarios más precisos y concretos. En
este mismo sentido, puede afirmarse que el mencionado art. 149,1.3
resulta sustancialmente irrelevante en orden a la aplicación interna del
dcn..'Cho comunitario, pues, de no· ser así, care<.'erían de sentido las
explícitas reservas competenciales a favor del Estado efectuadas en los
apal1ados 2.°, 10 Y 16 del mismoart 149.1 de la Constitución.

Tampoco cabe la invocat'Íón del arto 149.1.10 de la Constitución,
porquc la metrología es un mero instrumento auxiliar que vela pul' la
pureza del lllcn..'ado, evitando el fraude al consumidor, y ya en
la STC 125/1984 t'ste Tribunal salió al paso de una interpretación
eXIX111Si\'a del título competencial sob~ comercio exterior.

C) Debe igualmente descartarse la aplicación del arto 149.1.1 de la
Norma fundamental, en relación con los arts. 38 y 139.2 de la misma,
porque se contempla allí una actuadón típicamente normativa y el caso
que se discute aquí se refiere ~ competent'ias ejecutivas.

D) Resta por analizar si el hecho de que se acUle en ejecución del
dl~rerho comunitario europeo supone la presencia de nn nuevo título
que pueda alterar el reparto competencial existente. A este respecto,
ddlC resaltarse que el control metrológico CEE es 'también una actuación
purml1ente ejecutiva que, por tanto, cae dentro de la previsión
del 'Irt. 11.5dcl Estatuto catalan. La única difere,¡;¡cia que presenta el
control rnetrológico CEE respecto del regulado en la Ley 3/1985, de
Metrología, es su mayor ámbito de eficacia: el propio de la CEE. Mas
Que la dieacía de unos determinados,actos administrativos trascienda
las fronteras estatak'S no permite alterar las reglas de deslinde competen­
cial, so pretexto de una pretendida fuerza expansiva del art. 149.1.3 de
la Constitución; entre otras razones, porque la Generalidad ostenta, en

virtud del art. 27.3 del Estatuto. la facultad y el mandato de adoptar las
medidas necesarias para la ejecución de los, tratados y convenios
inlernac¡onalcs que afecten a mal~rias oe su competencia, como aquí
ocurre; J estos efectos, la «Generalidad de Cataluña también es EstaoQ);
el mandato recogido en el ar!. 27.3 del Estatuto alcanza al derecho
derivado comunitano europeo, cuyo cumplimiento es \lna exigencia
absoluta para el cumplimiento oc los Tratados originario.s,; y, conformr
<JI <ir!. 5 del Tratado de Roma y al principiode autonomía insti.tucio.nal
de k)s Estados miembros, la singulanzación de las medidas de eJecucIón
de las directivas comunitarias y a qué órganos corresponde es alg.o q\.l(;'
dcbe resolversc conforme al orden constitucional interno, e~ deCIr, sm
alterar las normas internas de deslinde competencial; así se reconoció
t::íc"ltamcnte en el arto 1 de la Ley de Bases de delcga,ción al Gobierno

'para la aplicación del derecho comunitario; sin embargo, el Decreto
impugnado no ha respetado este propósito. . .

No cahc t;:tmpoco invocar en apoyo de las pretensIOnes del Gobierno
el art. 93 de fa Constitución, La garantía por el Gobierno del cumpli­
miento de los tratados y resoluciones emanadas de organismos interna~

l'Íona!cs a los que se hayan cedido competencias, sólo puede prestarse
d\.~ acuerdo con los mecanismos previstos en la propia Constitución:
dicho articulo v.gr. no permite habilitar una sustitución preventiva de
la actuación autonómica mediante una regulación estatal. O dicho de
otra mani..'ra: la cesión por parte del Estado de facultades normativas a
b CEE. en materia de metrología, no permite al Estado ((rehaccm sus
compctencias a costa de las h1cultadcs ejecutivas.que corresponden a las
Comunidades Autónomas.

E) Pasando ya a revisar los concretos preceptos impugnados del
Decreto por el que se regula el control metrológico CEE, cabe sostener
lo siguiente:

i\rt. 2.2 Se invade en él la competencia autonómica al determinar
genéricamente que corresponde al Centro Español de Metrología realizar
en España el control metrológico CEE. Es patente que dicha atribución
vulnera la competencia de ejecución de la Generalidad de Catal1ll1a.

Arl. 7. Este precepto conrcde al citado Centro la facultad de otorgar
J¡¡ aprobaríón de modelo CEE a todo instrumento que satisfaga las
prescripciones establecidas. De nuevo, se invade la competencia autonó­
mica de ejecución.

Art. J6.1 Se da aquí al Estado la- facultad de revocar la aprobación
de modelo CEE. Al igual que la aprobación, la revocación es una
facultad de ejecución que corresponde a la Comunidad Autónoma
adora.

ArL 18. Este artículo atribuye al indicado Centro realizar la
verificación primitiva CEE, así como a los laboratorios por ~ste
autorizados. Pero esta función, lo mismo que ocurre con la verifica<.'ión
primitiva estataJ.. debe ser efectuada por las Comunidades Autónomas,
dada la naturJlcza estrictamente ejecutiva de la actividad.

~rt. 21. En ('stc artículo se afirma que las marcas de verificación
parcial o final CEE serán estampadas bajo la responsabilidad del Centro
Espaüol de Metrología. Dicha reserva colisiona también con, la compe­
tencia de eje('ución descrita cn d art. 11.5 del Estatuto catalán.

<\1'1. 2.1 y Anexo 1, 1.1 El artículo establece: «Las inscripciones que
proceda efectuar conforme a lo dispuesto en el presente Real Derreto se
redactanín en lengua castellana». Sí se admite la competencia autonó­
mica en la materia, hay fundamento para reclamar la aplicación del
mandato contenido en el art. 3.3 del Estatuto, ('n desarrollo del cual se
dictó la Ley de Normalización Lingüística. y las actuaciones descritas
en el arto 23 yen el Anexo 1, 1.1 pueden realizarse indistintamente en
castellano o catalán. en aplicación del prIncipio de cooficialidad; sin
pCljuicio de que, una vez gmantizado el derecho del administrado a usar
su lengua propia, deba darse traslado a la Administración del Estado en
lengua castellana de la documentación que haya de ser objeto de registro.

Anexo I, apartado 2A Conforme a cuanto se ha expuesto hasta
ahora, igualmcnte cae en el scno de la competencia autonómica exigir
dd solicitante que ponga a disposición dd Centro correspondiente las
medidas adecuadas necesarias para la realización de las pruebas de
aprobación.

Anexo L apartado 5.4 No puede reservarse al Estado, por su
natumlcza ejecutiva. el rechazo de una aprobación de modelo CEE. por
las mismas razones que no le correspondc la aprobación. En cambio.
«nos parece legítimo» -afirma la Generalidad- que se encomiende al
Centro ESJ}'dJiol dc_ Metrología la información de dicho rechazo a los
demás Estados miembros y a la Comisión de la CEE, según dispone el
segundo inciso de este apartado impugnado.

Anexo n, apartado 2. Es la Administración autonómica quien debe
resolver el lugar de verificación primitiva CEE en vez de el Centro
Espaúol de Metrologia.

O) A modo de conclusión, todos los artículos impugnados hacen
referencia a actos reglados, circunscritos a comprobar que las solicitudes
prescntad.as reúnen las condiciones fijadas en una normativa previa,
según se desprende con claridad de los arts. 5 y 17.1 del propio Decreto
controvertido. En consec.uencia. la Gcnera~idad de Cataluña debe
ostentar la titularidad de las competencias de ejecución Que este Decreto
.ltribuye al Centro Español de Metrologia y procede declarar que esa
disposición reglamentaria configura una. invasión competencial.
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15. La Sección Primera dd Pil'no. mediante providencia de 24 de
octubre de 1988, acordó: a) admitir a trámite el presente conllíl'to~ h) dar
traslado de la demanda y demás docunli..'ntos presentados al Gobierno
de la N;:lCión, por conduclo de su Prcsidcnll" para que aporte cuantos
docul11l'ntos y al<.'gacioncs estime oportunos en el plazo de \Tinte días;
e) dirigir oficio al PrcsidcnJc del Tribunal Supremo. para conocimiento
de b Sala de lo Contencioso-Administra ti yo. por si estuviera ante ella
impugnado este Real Decreto. en cuyo caso debería suspenderse el
proceso ordinario hasta la decisión del conflicto constitucional (3rt. 61.2
ge la LOTe); d) oír al Abogado del Estado y a las [('presentaciones de
los ejecutivos autonómicos de referencia. en el plazo de veinte dias. para
que alegasen lo Que estimasen procedente acerca de la acumulación de
este conOicto COI1 los registrados con los núms. 44/1986 J' siguientes.

Por Auto de 13 de diciembre de 1988 el Pleno dispuso, una vez oídas·
las partes. acumular el presente connicto a los anteriores con
nums. 44/1986 y siguientes. habida cuenta de su conexi9n temátie;:L

I (J. El Abogado dc:l Estado, en la representación que legalmente
ostenta y por escrito de alegaciones presentado el 21 de noviembre
de 1988, se opone ala reclamación competencial reseñada. y solicita de
este Tribunal que declare que las l~Ol1lpcH.'nClas objeto del conflicto
corresponden al Estado; todo ello de acuerdo con los razonamientos que
a continuación se expémen:

A) El presente conOicto es una continuación de !;:¡s controversias
sustentadas en torno a la Ley de Metrología y a los tres Decretos.
dictados en 1985, que la desarrollaron, Hay una «absoluta identidad»
entre las formas y tipos objeto 'CId control nll'trológico estatal y el
cfcctuadq po( la CEE, por ello, las argunwntanones de las partes en
lodos estos asuntos coinciden. Las únicas diferencias denvan del
distinto ámbito terrítorial de validez y efit'acia sobre el que se proyecta
el control metrológico CEE. Pero esto no supone -scnala el Abogado del
Estado- una alteral'ión de los titulos competenciales estatales.. En
realidad. la única cuestión nueva es la relativa a la lengua en que han
de redactarse las solicitudes de reconocimicnto y contraste metrológil·ü.
la·documentación que generen y las inscripciones (al1. 23 y Anexo 1. 1.1).
aunque se trate de un tema colateral respecto del meollo del proceso.

R) Los amplios problemas que plantea el control mctrológlco no
pueden intentar solventarse con ayuda de un único criterio, consistente
en el deslinde entre competencias normativas l'('rSlls ejecutivas
(art. 149.1,12 de la Constitución yart. 11.5 del Estatuto de Cataluña).
criterio que se antoja claramente insuficiente. aunque no haya- reparo
alguno en reconocer la naturaleza ejecutiva de las funciones controverti­
das. En el caso del control l11etro1óg,ico. no puede pensarsC' en una
ejecución consistente en el mero contraste de una normativa prcexis·
tente CiH1 un aparato de medida, al modo de un aGlO aplicativo de
carácter reglado, porque tal normativa «no existirá en muchos casos
hasta el grado necesari(l)~ para permitir una «ejecución automática»);
existe siempre un «no de.spreciablc margen de discrecionalidad~).

Por tanto, hay facultades de ejecución que deben quedar en el ámbito
de la competencia estatal, como una consecuencia lógica de los límites
que al ar1. 11.5 del Estatuto catalán imporie al resto del ordenamiento
constitucional. Así. la aprobacióh de un modelo y la verificación
primitiva de los instrumentos abren las puertas de un aparato a su
comercialización en el mercado. En atención a esta circunstancia. entran
en juego otros títulos compctcncia!cs estatales: la facultad del Estado
para la homologación de productos por su carácter básico tanto para la
ordenación general de la economía (ar1. 149. L!3 de la Constitución)
como en la garantía de la igualdad cn el ejercicio de sus derechos por
todos los españ01cs (ar1. 149.1.1) y, en concreto. los derechos que a los
consumidores reconoce el al1, Sl. 1 dí:.~ la Constitución. La presencia de
estos titulos justifica I<~ centralización de algunas competencias de
ejecución en órganos centrales del Estado.

Además, son actos que despliegan sus efectos respecto de todo el
mercado comprendido en el territorio de la CEE y esto obliga a aplicar
la limitación territorial inherente al ejercicio de sus competencias por
parle de las Comunidades Autónomas; si el <lelo de aprobación y
verificación primitiva ha de producir efectos jurídicos inmediatos en el
ámbito de la CEE. la competencia ha de llevarla a cabo el Estado por
las razones expuestas; en definitiva, «la trascendenciasupranacional de
los aelOs de control metrológico representan un factor determinante de
la competencia estatal», máxime si se tiene en cuenta que esos actos de
control mencionado se traducen en la incorporación a los instrumentos
dc signos y marcas-,que, con arreglo al art. 3 del Decreto discutido.
implican un automático acceso al mercado y. por consiguiente. suponen
una incidcnciaautomática en la importación y expol1ación de aparatos
de medida, lo que hace que entren en jUl'go la competencia estatal
ex i1rl. 149.1.10 de la Constitución sobre comercio exterior.

e) Una vez reseñado el bloque mayoritario de preceptos impugna­
dos. debe añadirse que no existe problema lingüístico alguno ep relación
con el art. 23 y el apartado 1. 1 del Anexo I del Decreto controvertido,
No se discute el derecho del administrado a hacer uso de su lengua
propia en sus relaciones con la Administración catalana. Pero, tratán­
dose de normas que atañen a la Administración del Estado, la queja de
la Generalidad carece-de cualquier fundamento.

17. Con lecha 28 de 111avo de 1991. la Sección Tercera de! Pleno
acordó oír a 10\ pro111ovclúes de los seis conllirtos p05iti\"o<; de
competencia) al AbogaJodcl Estado para <..jU<:'. en d plato ~'ol~lún ~e

diez días. e_xpllsil'r<lJllo quc cstimasen procedente atyrca de I~ lIlCldellCla
que el1 la a'solución de estas controversias pudlcra ~Cllcr

la STC 100/1991. recaída en d recurso de inconstitunonalldad 1Il1er­
!m:sto contra deh.'Tnlinados prcceptos de la Ley 3;1985. de 18 de marzo.
tic Metrología.

1X. El 3 de junio de 1941. el /\bogado dd Estado solicito una
prórroga de cineo días hábiles al plazo cOllcellldo en la proVIdenCia
precitada, habida ulenta del gran número de prel'Cptos i~lpugnados. La
Secl·ión Tem:ra. en providencia del mismo día. accedIó a lo que se
solicitaba.

19; El Gobierno Vasco. mediante escrito registrado el dla 1l
siguiente, pone de manifiesto que de la ST(' lOO/19~1, a su jllicltJ. pm'de
extraerse el siguiente criteno de releyancia PM<I la solucion de eslas
controversias constituciona1cs: las funciones de aprobación dd moddo
\" \erificación primitiva son de carácter puramente ejecutivo y quedan
¡'llera del espacio reservado al Estado. La aplicación de este criterio al
conllicto núm. 49/1986 permite suresolLlClón plena. En relación l.-on el
conllicto núm. 50/ l986, la Sentencia refucrt:a cOllslderablemente la
positión mantenida por la Administración vasca.al <Impiiar la~ r.apari~.a·
ues de ej('cución de la misma respecto de la. tesIs de la Admlll1~t~-aCJon

central: aunque sea preciso un pronunclamKnto expreso del 1 nbunal
('ollstitucional por razones de seguridad jurídica, sobre si la habilitación
d(' laboratorios posee o no la «falta de innovación llormativm~ que
requiere la función ejecutiva. Algo parecido sucede en el conflicto
4R/1986 con la actJ\idad de registro dc control !lletrológico.

20. La Junta de Andalucía. a traves de un escrito presentado en el
Registro General el día 17 sigujente, afirma que la STC ¡OOjl991 «pone
de manifiesto lo fundado de nuestra pretenslo!l)). pero. en tanto d
blado no modiliquc los Decrdos 1.616/1985 y 1.617/1985 o Sl' allane
a nÚl'stra pretensión, está partl~ ha de im;tar la continuación del proceso
constitucional.

21. El Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cata(una evacúa cl
tr ..imltc de alegaciones requerido mediante escri.to (crt!llcado por correo
ti día 20 de jU1110 y realiza las siguiente') manifestaCIones:

En el conflicto 44/1986. se impugnaba los Reales ,Decretos
1.616/1985. 1.(}17/1985 Y 1.618/1985, dl' desarro¡¡~l reglamentario de la
Lcy de Metrología, y, por lo que atañe a los dos pnme.ros, en desarrollo
dd arto 7.4 de dicha Ley, que interesa recordar fue declarado en
la STC 100/1991, como de no aplicación,directa en Cataluiia. "

Respecto del 1.6 I8/ 1985. rc-\atlvo al registro del control llletrologlco,
se trata de una funCIón típicamente ejecutiva y la STC 100/1991 sostuvo
que en nue\tro ordenamiento existen mecanismos de relación y de
información suJiricntes sin nCTcsldad de sustituir a las ComuJ1Jdadcs
'\utónomas en sus facultades ejecutivas. El registro estatal debem
~(nutrirse¡.)o, pues. de los datos que facilite la Generalidad de Cataluñ.a. En
l"onsecuencia. la totalídnd de las funciones discutidas en este confllC:1(~ y
dl'rivadas de los tres reglamentos indicados corresponden a !a Adm1l11S­
tración catalana en su ámbito territoriaL y, en este sentIdo, se «ha
iniciado linos contactos con las instancias es'tata!cs en orden a procurar
la resolución nC'gociada de estos connictos)o). Pero. mientras el Es~a<.!o no
se allane o modifique los Decretos discutidos, no cabe el des!stlmlento
y esta parte dcbe mantener en su integridad las peticiones formuladas en
el contlieto 44; 1986.

En relación al conflicto 1.602/1988, sobre el controlmctroJogieo CEE
\ d Decreto 507/ l 988. la Generalidad cntiende que dicho reglamento
rnribu\C al Estado funcioncs cjccuti\-'3s quc. a la luz de la ST(' 100/1991,
rilen l:n el ámbito autonómico. Ahora bien, la controverSIa sobre los
electos que cn el reparto competencial interno tenga la aplil"acion dd
derecho comunitario derivado sigue vigente.

22. Por su pa!'le. el Abogado del Estado. por csrrito registrado el 14
de junio de 1991, destaca que. como COllsccuc!1ci<,¡ de la STC lOOjl991
('5tá l'n estudio la reforma de la legislación l1wtrolúgiG) y el estableCI­
miento de «formulas de cooperación Con las Comunidades Autónümas~'.

por lo que inten:-sa de este Tnbunal que dicte Sentencia en estos
lonflictos a la mayor brevedad posible, a la par, que formula las
siguientes alegaciones:

A) Los conilictos núms. 44, 48- 4{), 50 Y, 64jl9R6. ha~ Sido
tramitados como recursos de ineonstituclonalidad por aplK<lClón
del mt. 67 de la LOTe. Sin embargo, sólo la representación del
Gobierno Vasco (núms. 48, 49 y 50/1986) ha acotado convenientelllente
los preceptos de la l.ey 3/1985 que habilItan competenCIas controverti­
das: los arls. 7, apaftados 4,° y 5.° Y 13,6 de dicha Ley. Se hace preciso,
por lo tanto, identificar en los demás casos cuál l"S la norm<l legal
habilit;:\ntc, antes de adentrarse (,n el fondo de los conflictos.

Este supuesto, no se dist:utc por las Comunidades Autónomas
adoras la (ompetencia estatal para dictar reglamentos. sino las faculta­
des que se conceden al Centro Español de Metrología. dependIente de
la .Administración Central, para la aprobnción de modelo y verificación
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primitiva de instrumentos de medida, la habilitación de laboratorios de
verificación rnctrológica, y el registro de esta actividad de control. Por
consiguiente, puede excluirse de raíz que clart. 7.5 de la Ley 3/J985 ~ca,

a estos erectos, una norma legal habi.litante, porque simplemente
disciplina el alcance en todo el territorio del Estado de los controles
dcctuudos por el Estado o por las Comunidades Autónomas.

T¡¡mpoco el art 8.r de la Ley 3/1985 posee caracter de norma que
habilite competencias. Se impone en él la inscripcion en el registro de
quienes se propongan f.1bricar, importar, comercializar o reparar instru­
I11CI1t05 de medida. Pero no se pr~juzga si la Il.evanza de ese rcgis~ro
puede ser efectuada por las ComulUdadcs Autónomas con competencias
en la materia. Menos aún, el art. 12 de la Ley 3/1985, que configura una
norma de atribución interna de competencias dentro de la Adminístra~

ción del Estado yes, por ello, irrelevante a los fines de los conflictos que
nos ocupan.

En ,"ambio, SI son daramente normas legales que habilitan compe­
tencias los arts. 7.4 y 13.6 de la Ley 3/1985.

En suma, atendida la doctrina de la STC 100/1991, lo en ella
declarado para Cataluña debe extenderse a las-Comunidades Aútónomas
del Pals Vasco y Andalucia, es decir, los arts. 7.4 y 13.6 de la Ley de
Metrología no serán de aplicación directa en estas Comunidades
Autónomas, en cuanto reservan al Estado con exclusión de esas
Comunidades las competencias dé ejecución previstas en los mismos.

B) Sentados los preceptos legales discutidos, es preciso ahora
enjuiciar los concretos preceptos de ·Ios reglamentos impugnados, de
acuerdo con la doctrina contenida en la STC 100/1991:

aJ Real Decreto 1.616/1985, sobre control Metrológico del Estado.

Los arts. J y 2 han sido impugnados cautelarmente por el Gobierno
Vasco, pues vienen 'incluidos claramente dentro de un concepto material
de legislación; ,otro tanto cabe decir del arto 11, incisos 2.° y 3.°

La Dísposición adicional primera sujeta el ejercicio de las competen­
cias -autonómicas a las directrices técnicas y de coordinación que elabore
el Consejo Superior de Metrologia; es patente que las citadas directrices
estan dentro- de la competencia estatal d~ legislación, según resulta de
la STC 100/1991. fundamentos juridicos 3.°, ill Jllle. y 5." ej.

Un razonamiento mayor exigen: el párrafo sc~undo del arto 29, en
cuanto ordena la publicación en el «Boletín OfiCial del Estado» de la
Resolución del Centro Español de Metrología que apruebecl modelo; y
el párrafo segundo del art. 24, que reserva a ese Centro el excJuir de la
\crificación primitiva, «cxcepcionalmente»,a ciertos instrumentos por
razón de sus caractcrístkas técnicas o de -utilización. Ambos casos
queJan dentro de la competencia estatal sobre legislación, que permite
incluir actos.formalmentc no normativos, pero qu~ sirvan al manteni­
miento de la uniformidad en la ordenación jurídica (SSTC 249/1988.
fund¡lmel1to jurídico 2.°, y 86/1991, fundamento jurídico 3.°, entre
otras); porque las exccpciones a la verifiC'adón pril1):itiva dchcn ser
idénticas para toda España, y la obligación de la publicacíón en el
«Boletín Oficial del Estado» de 'Ia resolución aprobatoria del modelo,
aun cuando veng.-1 adoptada por una autoridad autonómica, se deriva dc
la eficacia nacional del acto; del mismo modo, el núm. 5 del Anexo I de
la directiva 71/316/CEE prevé la publicación de la aprobación CEE en
el -«Diario Oficial de las Comunidades»; y nada impide que la aproba-'
ción del modelo por un órgano autonómico se publique, además, en el
periódico oficial de la Comunidad.

Los demás preceptos impugnados -arts. 6, párrafo 2.°, 7, 8, 9, 10, ¡ l,
inciso primero; 12,13, párrafo 1.0; 14, párrafo 1.0; 16,20,25, 29, párrafo
1,°, y Disposición transitoria tercera, -párrafo 2.°_ deben entenderse
afectados por la STC 100{1991, es dedr,estosprecrptos no son de
aplicación directa eIl el territorio de las Comunidades Autónomas
actoras, «en cuanto se enüenda que reservan funciones ejecutivas al
Centro Espailol de Metrología con exclusión de todo otro órgano»). Pero
sobre este .lspecto son pr~cisas dos puntualizaciones. En et fundamento
jurídico S.O de la meritada STC 100/1991, no se descarta que la
nllllpctrncia estatal sobre el ,comercio exterior pueda ser prevalentc
sobre la competencia autonómica de ejecución de la legislación en
materia de pesas y medidas; cuando así ocurra. y se produzca tal
prevalencia, cn aplicación de la doctrina; de laSTe 76/1991, funda·
mento jurídico S.n, correspondcrán al, Estado incluso las funciones
cjl'cutl\'as. En segundo lugar, el control metrológíco debe poder llevarse
a cabo en el laboratorio o centro habilitado que elija Quien fabrique
comercialice o emplee instrumentos de medida. Este es el criterio
r;¡¡unablcmcnte sustentado en el art. 7.5 de la Ley 3/1985.

(·icrtamcnte, .110 puede excI uirsc a las Comunidades Autónomas que
ostenten competencias en la materia de esta función ejecutiva -como se
dilO en la STC 100/1991- pero aquéllas, a su vez, tampoco pueden
imponer a un fabricante o usuario que Obtenga la aprobación en un
determinado laboralorio. Dentro dél territorio espaifol, cualquier apro­
hacion de un laboratorio con aptitud legal debe tener el mismo valor.

. h) Real Decreto 1.6n/1985, sobre la habílítación· de laboratorios
de \'(~rificaciónmetrológica oficialmente autorizados.

De nuí.~vo. se. discute la atribución de funciones ejecutivas al Centro
Espanol de Metrología para la habilitación- de laboratorios. Y. en

concreto, se impugnan por ese motivo los arts. 1. párrafo último~ 4, 5.
párrafo 2.o y 4.°, 6, 7. 8, 9, 13, 14, párrafo 2.°, 16, 17, 19 Y2 L En cambio,
la. impugnación que hace el Gobierno Vasco de la Disposición final
primera carece de relieve, pues se trata de una norma organizativa
interna; del mismo modo, el art. 3 no atribuye competencia alguna, sino
que contiene una regla para liberar de responsabilidad patrimonial al
mencionado Centro.

Esto sentado, los preceptos controvertidos y reseñados son perfecta­
mente válidos y no deben interpretarse como excluyentes de las
competencias autonómicas para ejecutar la legislación de Metrología,
dentro de la cual está la habilitación de laboratorios. Deben venir
comprendidas en esas facultades ejecutivas tareas como son: recibir las
solicitudes, requerir datos adicionales, autorizar verificaciones excepcio­
nales, revocar autorizaciones, nombrar Jefe y Subjefe de !abotorio, etc.
Ahora bien, la habilitación de los laboratorios de importadores (art. 1
del Decreto 1.617/985) debe estimarse de competencia estatal, en virtud
de su conexión directa con el comercio exterío, aunque sea deseable
encontrar fórmulas de cooperación con las Comunidades Autónomas.

e) Real Decreto 1.618/1985, sobre registro de control metrológíco.

Ninguna competencia autonómica puede entenderse lesionada por
este Decreto. Dado que el registro es simplemente una actividad
instrumental del control metrológico, además de servir para comprobar
la solvencia técnica (art. 4) y dar publicidad a ciertos datos (aft. 6), nada
impide que las Comunidades Autónomas con competencias en la
materia creen registros parecidos al que en esta disposición se regula,
habida cuenta de su facultad de dictar reglamentos organizativos. Y
parece o~vio que para solicitar una actuación de control metrológico de
una Admmistración autonómica, o de un laboratorio habilitado por ella,
habrá que'poseer una inscripción previa en su registro. «Si llegaran a
existir varios registros, cabría reconocer a la inscripción en uno de ellos
una eficacia general». Siendo conveniente establecer un sistema dc
interrelación y coordinación entre ellos. Tampoco parece que del art. 8.1
de la Ley de Metrología se deduzca-una decisión legislativa en pro de un
único registro nacional, a dW.'rencia de lo qüe oeurre en otros cam­
pos, v; gr., la propiedad intelectual o industrial. No obstante, la
inscripción de los importadores corresponde exclusivamente al Estado
en virtud del art. 149.1.10 de la Constitución.

d) Real Decreto 597/J988, sobre controlmetrológico CEE.

Es un control independiente del establecido en la Ley 3/1985. de
Metrología, según dispone el art. 4 del Rcal Decreto legislativo
1.296/1986. Se caracteriza por producir etectos europeos. Puede solici­
tarse dicho control metrológico en cualquier Estado miembro, pero sólo
en uno: no caben varias solicitudes en diversos Estados. El correcto
funcionHmicnw del sistcmacxigc, pues, una constante información
recíproca. A la luz de la STC 252/1988, fundamento juridico 3.°,
confirmada recientcrnentc.,Por la STC 76/1991, debe resaltarse que el
Decreto 597/1988, es una disposición adoptada para cumphr las
dircctricesColllunitarias y «específica para los intercambios comerciales
exterion:s cn el marco de la CEE)). Así se desprende de la separación
tajante de ambas regulaciones. estatal y comunitaria europea, antes
aludida. Es claro, en consecuencia, que la reserva de funciones en favor
del Cemro Español de Metrologia queda amparada por la competencia
prevaJente sobre comercio exterior.

Resta por tratar el punto de la lengua (art. 23 y Anexo I, 1.1, del
Decreto controvertido). Es manifiesto que si el control rnetrológico CEE
pertenece al Estado a causa de su compctcl).cia sobre comercio exterior,
y puede asignar la t'jccución a un órgano estatal. la lengua de las
inscripciones y soliCItudes sólo pueden ser la oficial del Estado. el
castellano. Sin perjuicio dc que. por vía de cooperación, se estableciera
en su caso una partiópación autonómica que hiciera posible la presenla~

ción de las so4citudes en otra lcngu~ autonómica oficial:

23. Por providencia de 10 de diciembre de 199 L se acordó señalar
el día 12 siguiente, p.lra deliberación y votación de la presente Sentencia.

11. Fundamentos jurídicos

l. El Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña, el Gobierno
Vasco y la Junta de Andalucía promueven cinco eont1ictos positivos de
competencia -con distintos matices en sus r<lzonamientos y alcance en
los concretos preceptos impugnados- frente a tres disposiciones regla­
mentarias dktadas por el Gobierno de la Nación cn desarrollo de la Ley
3/1985, de 18 dt~ marzo. de Metrología. Se trata de los Reales Decretos,
todos ,ellos de fecha de 11 de septiembre de 1985, y con nÚl11s.
1.616/1985, que cstablcCi.~el control rnetrológico del Estado: 1.617/1985.
relativo al procedimiento para la habilitación de labora tonos dc
verificación metrológica oficialmente. autorizados; y 1.618/1985. sobre el
registro del control mctrológíco. Los cinco conflictos. tras su acumula­
ción, han sido tramítados por la vía del arto 67 de la LOTe como se
solicitaba, por entender que la competencia controvertida y ejercitada en
los Decretos discutidos habia sido atribuida al Estado por la mencionada
Ley de Metrología y_ en detinitiva, por considerar que la cuestíón de a
quién correspondía la competencia era inseparable de la adecuación de
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las disposiciones impugnadas a la Ley. Sustancialmente, las Comunida­
drs Autónomas actaras fundan su reIvindicación competencial en lo
dispuesto en el art 149.1.12 de la Constitución y en los siguientes
preceptos de sus correspondientes Estatutos: art. 12.5 (País Vasco), mi.
11.5 (CaI3Iu('I3). arto 17.10 (Andalucía); conforme a las reglas de
distribución de competencias recogidas el1 estos articulas. corresponde
al Estado emanar la legIslación soba' pesas y medidas, tambien llamada
Metrologia, y a las Comunidades Autónomas que asumieron en sus
Estntutos competencias en la malcria su cjccurióll. Partiendo de este
deslinde competencial, las Administraciones autonómicas recurrentes
consid,-'ran que el Estado invade facultades de estricta ejecución que
corrc~pondcn a su ámbito <.'onlpetenciaL

Fn este punto. deb(.~ senalarse que la invocación dd arl. 67 de la
LOTe es efectuada por el Gobierno Vasco en concxión con los arts. 7.4
y 5, 8.1 Y 13.6 de la Ley 3/1985,. por entender que estos preceptos legales
incidcn en vicio de ínconstitucionalidad en la mi.'dida en que atribuvcn
indebidamente a la Administración del Estado competencias que, '-1 su
juicio, corresponden a la Comunidad autónoma. A tal efecto, es
imprescindible recordar quC' los arts. 7.4 y 13.6 de' la Ley de i\·1etrología.
referídos a las fases del control mC'trológico y al Ljercicio de la poteSiJd
sancionadora inherente aJ ejt'l"CÍcio de la compl.'H.'IH.'ia. fueron ya
enjuiciados en la STC lOO/l991, en virtud del n:curso interpuesto por
li.l Generalidad de Catalulia, declarjndo~c que no resultaban de aplica­
ción directa en el tcrritoriode esa Comunidad Autónoma, en cuanto
C\.c1UÚlll a la GI.~neralidad del ejercicio de algunas facultades de
ejecucióll. Conviene destacar que Ia~ partes han tenido ocasión de
pronulKiarse en trámite del ar1. 84 de la LOTe sobre la incidencia de
esta jurisprudencia constitucional en el objeto de los presentes conflic­
tos.

Por ultimo, en el sexto de estos conflictos acumulados, la Generali­
dad (1c Cataluña impugna el Real Decreto 597/1988. de 10 de junio, por
d que se regula el control metrológico CEE, aprobado dando cump¡¡~

miento -se dice en su pf<.'ámbuI6- a la nonnati\L1 comunitaria europea
,:xistcnte al respecto y al Real Decreto kg,islativo 1.296/1986, de 28 de
Junio, por el que se lllodífícóla Ley de Metrología y se estableció el
control 11lctrológiC"o CEE. De nuC\o, considera la Generalidad de
CatalUl1J que el Estado se adentra, índcbid¡lmente, en el terreno dl~ sus
compdcncias ejecutivas.

2. Una vez singularizadas las dispOSiciones prctcndidamentc trans­
greSOI;lS del orden de competencias y la nl:ltnia objeto del conllieto, una
correcta inteligencia dC" esta contf(JYcrsia constitucional acoll'icja agrupar
las renindicaciones compt'tenciales formllladas en los escntos de
tkmanda de las Comunidades Autónomas aeloras en torno al hilo
conductor de los distintos Decretos discutidos. procediendo al ('xamcn
sucesIvo de (·ada una de estas disposiciones regJamentarias y. cuando sea
menester. de Jos prC"crptos de la Ley de Metrologl:l de los que en su caso
traigan ongen. • -

Al El control rnetrologicü quc realiza la Adnilni\\rac!on dd Estado.
Real l)1..'creto 1.616/1985, de JI de scptiembl\'

3. '\unadas la<, lmpugnacH':mes de prC(cplOS i.'oncrcto'i q\;I..'. por
motIvos compctenciaks. efectúan de I:ste Decreto la Generalidad de
Cataluria (arts. 6, párrafo 2. D

; 7, 8, 9. 10, 11, 12, 13. 14, 16,20. 14,
párrafo 2.<l; 25, 29: Disposición trall$;Wna tercera, párrafo 2.'1). _1..'1
Gobtemo Vasco (arls, 1, 2, 7, 8, 9, n), ll. U, 14. 16. 10. 25, 2):
Disposi('iún adicional prímera y DisjJosicion transItoria tercera), y la
Junta de Andalucía (art. 25) acaban por resultar discutidos h:J practica
totalidad de los preceptos de esta disposición rcglamt'ntaria, siendo
pateniC', además. la conexión temática con éstos de aquellos anículos
quc no son controvertidos directamente por las Admll1istracioncs
demandantes.

Fundamentalmente, se denuncia en sedí..' ((Institucional que, por
medio de este reglamento, el Estado se reserva indebidamente facultades
de estricta ejecución en la actividad de control mctrológico< que se
corresponden con distintas funciones que se realízan en las fases dc la
aproba~·ión de modelo (título 1 del DCCI'('to) y de vtrificación primitiva
de los Instrumentos, aparatos, medios v sistemas de medida fabricados
<.~onforme a dicho modelo ya aprobado" (título 11). Las argumentaciones
que se vierten sobre este Decreto no dejan de ser ._y así se reconoce por
las partes- una mera derivación del dehate sostl.'llido en torno al <Ir!. 7.4
de la Ley de Metrología que, ya se ha dicho. fuI..' declarado inapliGlbic
directamente en el tl'rritorio de la Comunidad Autónoma de Cataluña
por la STC 100/1991. Dcbt'mos, por l'onsigulcnte. remitirnos a la
doctnna jurisprudenciai allí elaborada (lundanwnlO juridil"o 3.°). sin
necesidad de mayores redundancias. y recordar. sucinta!lWnh:\ que no
cxistr. desde la perspectiva del orden constitucional de distribución de
compc~cncias,razón alguna que permita distingUIr dístintas fases dentro
de la anividad de ,control metrológico con el fín de excluír a las
Comunidades Autónomas con competcIH.'ias de la realizacio)'; de alguna
dc ellas; por el contrario, todos estos controks, en cuanto aetos de
ejecución, podrán ser realizados por las mismas (,:on sujeción a las
normas reglamentanas correspondientes que dícte el Estad() ibídem. L:.l
unificación de la actividad de (-ontrol metrológíco debe garanlÍ:l_arse.
comll'ne lBsistir, <.'Cm una legislación estatal clara. uniforme y tan

detallada como se desee, pero no alterando los criterios de desiJnde
competencial recogIdos en el art. 149.1.12 de la Consll1utÍl.:ión yen
los aliso 12.5 del Estatuto del Pais Vasco, 115 del tstatuLO de Cataluña v
17.1 del Estatuto de Andalucía. -

4. A la visto de est.: criteno I..'S patclll.l' que en el Decreto recurrido
se atribuyen exc!us¡\amcntc al Centro Espallol de f\..ktiúlogía una serie
de facultadi..'s (k naturaleza cbr,mll'ntc ejecutiva, de- la'; que- lógi(:amentc
~l' acaba por exdllir .1 las Adrnll1istracioncs aU!llr,ómlcas alectadas, al
carecer en esta mall:,j::¡ de un~1 piJlL'stad reglamentana e:\trrna. es decír,
lxua dictar reglamentos cjecuti\'os en desarrollo dí 1;1 Lt'y Ycomplemcn­
tarios de h normativa en ella recogida (STC lCH\'!991, fundamento
jurídico 2.°). Dc suerte que la no pr('visión de !:l rarticipaciún
;llllonómica por el reglamento estatal redunda ,'o l:na injm.tifícablc
c:\c!llsión dl' las potestades de ejecución de la\ Comunidades Autono­
mas recurrentes. Se configura 'lsi una cvitkntc Jn\;¡siún rompcten(-ia1.

Dc este modo. dentro del titulo I dd Decrelo en <.'1 que se regula la
;lprob~ll"ion de Il.ollelo. la ,Hnbllción ;:tI Cenlru mencíonado de las
facultades de ejecución que a continuación se enuncian. con un (."arúctcr
l':\duycnte dI' la intervención autonómica, no puede ser ac('ptada de.;,dc
la óptica de la distribución de compl'tencii:\s. ta'l y como ~c denun<.:ia por
las Administraciones ¡Ktoras; a) la obligación de poner l'n conocimiento
las modificaciones dl.~ dispositivos complementarios ya aprobados y el
ltlg~lr en el que se I..'lcctuaron para proceder al correspondiente control
(arL 6, pürrafo 1.°); b) la potestad de lTvorar una aprobación de modelo
ell algunos SUpUl-'stos de desviaciones (' infracciones de la normativa
(arL 7), que es algo indisolublemente unido a la misma aprob'.ll'ión; e)
el sOlllclimi':'nto a pruebas de fiabilidad o enveiccimicnto de ciert():~

lllstrumentos (art. i:); d) el señalamiento del numéro de IIlstrumentos a
pn:senlar con la solIcitud lh:· aprobarían de modelo. allí donde la
llUflnati\-a no lo prevea Cxp¡'csanwntc (:1rt. Y): e) la fijación de los plaLos
para el estudio de cada Jll_olldo, según la complt:jidad tecllica del caso
(an. 10); n la califícaeión dl~ sustancial o no de una modilicación de­
moddo ya aprobado. a efectos de su autorización y del tope máximo de
modificaciones reglamentariamente posible (ar1. 13): g) {.'l archiVO del
original de la memoria dcsniptiva del modelo que s,,' <lpona con la
colTl..'spondienle solicitud (art. 16); h) la expedición de- certificados de
aprobación de molido y la adopción de este acto administrativo por
resolución dd Centro (ar1. 20); í) por su rdación instrumental con estos
preccptos sustantivos vienen también viciados de incompetencia
los arts.: I L referido a 1:1 notificación al solicitante de la no aprobaóón
dd llJOJdo: 12, sobre el lugar en el que puedén dcctuarSl' los ensayos
cuando sca',mcncstcr hacerlos fuera di.' la sede dd organismo contrO\Tr­
li(Jo y ~i ('Xpensas dd solicitante, y 14, sohrl· la documentación a aportar
c(,n la instancia o solicitud dirigida al Cenlro

Otro lanto ocurre con el título IL rdlTid<> a la denominada
";'(Tiflc(¡ci(:>!l primitiva, que también Sl' elKon\icnda cvlnsivallll..'nte al
(\·lltl'ü [spallo1 de Metrología, para ':',\.'1' cfl'c\u;;da por <,u rnsonJl
h':nico y en sus instalaciones (;Irl. 25). permií.Íendo .;,ólo a (~sll..' Ccnlrn
l'¡;"C(\l¡¡{ \'X\..'CIKio!1es a t~¡J ycrilicación (ar1. 24. p<Írr;lfo L t

'). y cs¡;¡blecit;n·
d(l';(' (¡r!. 29) l]UC en el precinlO <!crcdil;1tivo de habl..'r supcrado c::-;,\s
prueb;l'; liguranin únicamente las sigla .. del susodicho C'.':ntro

E igualmenll' wccde con la Disposición adicional prilller;L en cuanto
YiolC J reproducir lo dispuc<w en el art.:'A (k la Ley 3;! 985, cuya no
apikaciún dirccta en la Comunidad Autónoma cJtalana ha sido dccla·
r~i(l<l e'l b ST(' lOO/19i':J y con la Dispos;i.'ióll transitoria terccra'sobre
;¡mpii~l~'ión dd piafO maximo ck utllil;Jcion de modelos que no hay:-.n
~;¡Jo sllf11etidos a aprobaCIón oíicíal.

El /\bogado del btado. en ¡rúmitc dd ano 8.+ dc b lJ)TC en cambIO.
sostiene que no pucde imput:)L~C tacha alguna dI..' inrol1l¡X'tcn('ia a 10
dispuesto en el arL 20, párrafo 2.", la publicación dc Í<1 resolución del
C'nlro Esp<ll101 de Metrología por la que se aprueba un modelo en d
«Boll'lín Ofici'll ddEstaJm>, y l'n el '1rt. 24, p<irrali> 2.'1, la n.'serva al
CClllm de la potcsud mencionada de hacer I..'xcepciones a la regla
general. Amb0s casos quedarían, a su JUICIO. dentro dc la competencía
estatal para dictar legislación. porque aunque no sean «actos formal·
mente nonnati"os~) sirven al mantenimiento de la uniformidad en la
Drdcna~'¡Óll jurídiGL Sin embargo, es primero patcntC' que, (uando la
R:..'sl)luc¡ón aprobatoria se dicte por el órgano correspondiente de la
,\dministración autonómica, s.us efectos se alean/arán desde la publica­
ción en el correspondií..'nte diario ofici;1l de la propia Comunidad
-\utónoma. según la juri'\prudenria cOl1stitut"Íonal en m::l1l'ria de publici·
d¿¡d formal en los diarios oficiales autonómicos c-bhof3.da en los A\TC
(Pleno) 547/1989, 579/1989.y 620/1989, Y en la STC J79/i'H;lJ.
fundamentos jurídicos 4.° y 5.'\ y, sin ¡1cljuil'io, de su dl'\eabk sq!unda
publicación en el ({Boletín Oficial del Estado» P:IfJ. una mayor publi(l­
daJ llHtL'ri~1 de la llll'dil.k Y. en lo rcferenL: a lo di~puCS.lo en el p;ínt1fü
:2.'1 del arL 24, quien efectúe d <,'ontrol n1l'trológico dt.' vcrifj~'auón

primitiva, como n:gla generaLdcbc ser t;;mbién quien, lóg¡ca1li~'n¡l'.

pueda hacer cxccpcionesa dicha regla pI)r razón de sus caractcri~tii.as

1i~cnicas o de utilización.
De la ill\"hión compclencial que se dlJd apn::-c!<ld;¡ fHo«('de l':\clJ¡ir

lo'> :lih. 1 Y 1. pUl'Sto que su contenido ce: '.\c{usivamentc: nOllllati\{l,
p!'Op~o de la compdencia de legislación (jUI..' C(\r:Tspondl.~ ;JI Esta,-io, s;n
que ell d \,c introduzca elemento alguno de 'ltribucJón dl' eompnc!lci¡¡
que plTmita interpretarlos en sentido negador de la competencía
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ejecutiva de aprobación de modelo que se deja reconocida a las
Comunidades Autónomas Que recurren el Decreto 1.616/1985.

C'bmo conclusión, los preceptosreseiiados atribuyen un· monopolio
al Centro Español de Metrología en estas tases. del control metrológico
lJue no se compadece con las facultades de ejecución que ostenten las
Comunidades Autónomas con competencia en la materia. En la rneqida
en que la regulación prevista en ambos títulos del Decreto objeto del
confl.icto trae origen en lo dispuesto en el art. 7.4 de la Ley de
Metrología, la dfflaracíón de ser ínapliCable·di-rectamente para Cataluña
hecha en la STC 100/1991, debe hacerse extensiva a las ottas Comuni­
dades Autónomas que recurren este Decreto, es decir, el País Vasco y
.Al{dalucia, de a('uerdo ('on lo dispuesto en el art. 67 de la LOTe.

S) La habilitación de laboratorios de verificación metrológíca
olicialmente autorizados, Real Decreto 1.617/1985, de 11 de septiembre.

s. la cuestión que {'on relación a esta normativa reglamentaria se
plantea es la misma que I~ expuesta respecto del anterior Decreto, desde
la perspectiva de las reglas de' deslinde 'competenciaL Las' Admlnistracio~
IleS promotoras de los conflictos (Cataluña, Andalucía yel País Vasco)
('miCllden que no pueden atribuirse al Centro Español de Metrología
tod'IS las potestad('s decjecu('ión, .excluyendo a las Comunidades
Autónomas competentes, en este procedimiento encaminado a la
concesión de autorización a ciertos laboratorios para efectuar la verifica­
ción primitiva de instrumentos~ Sentado,que;ésta es una fase más de la
nctividad de control metrológico, y que cae; por cHo, en el seno pe las
competencias autonómicas de ejecución, no puede excluirse a las
Comunidades Au1ónomas con- competencias de una simple labor
instnmlental y previa a dicha verificacion primitiva, cuares la habilita·
ciún. de laboratorios,

En este sl?"ntido, tienen razón el Consejo Ejecutivo <;le la Generalidad
de Cataluña, el Gobicmo Vasco y Ja Junta deAndaluda cuando discuten
la configuración' del Centro Español de Metrologia como único órgano
('ompctcntc para la habilitación de laboratorios y cuando impugnan los
preccptos qu~ le atribuyen exc!usiv,amente una serie de facultades como
son: a) la fijación dl.' los medios necesarios en cada laboratorio y la
concesión de la habi'litáción o autorización', controvertida (art. 1): la
responsabilidad por daños derivados del incumplimiento de las obliga­
ciones establecidas en la habilitación (art. 31; b)la presentación de
solicitudes únicamente ante el Centro (art. 4): e) la potestad de aprobar
cÍL'rlpscostos producidos en la realización de la función de laboratorio
auxiliar de verificaci-ón (art.5); d) el- control e inspección del manteni·
miento de los requisitos que permitieron la concesión de la autorización
(art. 6); c) el nombramiento del Jefe y Subjefe de los laboratorios (arts_ 7
y 9) Yla recepción de solicitudes para estos puestos (art. 8), así como el
examen en su caso de los candidatos a 108 mismos (art. 13) Yél archivo
de las acrt'ditacioncs de nombramiento y sus anulaciones (art. 14); e) la
fijación ,de la fecha de entrada en funcionamiento de los laboratorios
(art. 16); cumplimiento 'de las cxigenciasestablecidas en el art. 1,
independencia en su trabajo del personal del laboratorio, baja de este
como laboratorio de verificacíón y cambios de su l}ersonal (art 18); f)
los trámites referidos a la baja de on taboratorio en su dia autorizado
para la realización de estas funciones (an. 19);g) la inspección dt, la
documentación utilizada en las pruebas de control {arl. 21).

Por el coiltrario, no es de apreciar invasión de la co-mpetencia
autonómica en la Disposición final en la que se autoriza al Ministro de
la Presidencia a adoptar las medidasprec-isas para eJ. desarrollo y
ejecución de lo prl'visto en el Real Decreto, puesto que habiéndose
dictado éste por el Gobierno· de la Nación en ejercido legítimo de la
competencia de Icgí.slación que ostí'nta en esta materia. es al Gobierno
al que le corresponde autorizar, al Ministro correspondiente para
proceder a s~ desarrollo y «ejecución»;. término éste que significa
procurar y CUidar que el Decrclo sea cumphqo y 'llevado a efecto, lo cual
habilita al Ministro para dictarlas normasadministraHvas (lUe sean
preciso para lograr tal resultado, pero 'que en modo ;llguno supone
41tribución de, las competenoias' ejecutivas- que, segun lo anteriormente
expuesto, corresponden a las Comunidades'Autónomas recurrentes. Por
otro lado, es'obvio que la dClcrminadóndela techa de entrada en vigor
del Decreto correspondiente 'al Gobierno; 'sin que en este punto sea
posible'advertir d<.' qué forma c1señalamtento de fecha que se hace en
la Dísposición final segunda puede incidir o afectar a lascompetcncias
quc reivindican dichas C'omimidadcs.

En conclusión, los preceptos que se 'dejan'jndicados invaden las
pókstadcs de ejecución de las Administraciones Autonómicas actoras,
siendo aquí de recordar que el Decreto controvenido arranca de la
cotllpetencia reservada .d Estado por el ya citado arto 7.4 de la Ley de
Metrologín que, según la STC lOO/1991,no ¡rodía resultar de aplicación
directa en el territorio de la Comunidad Autónoma catalana.

En cambio, al hafer invocación del arto 67 de la LOTe, el Gobierno
Vasco disrute también la constitucio"alidad del apartado 5.0 del
mismo art. 7, aduciendo que viene viciado de incompetencia al atribuir
al Estado la competencia aquí controvertida. Mas este razonamiento
impugnatorio no pUl'de ser admítido, puesto qne en dicho apartado la
Ley dc Metrología se limita adceir que se reconoce validez en todo el
telTítoflo del Estado a los controles metrológícos' que, en aplicación dt~
la misma, efectúen los órganos de la Administración d('J Estado o, en su

raso, los de las Comunidades Autónomas. No exit(' aquí, por tanto.
exdusión algun"a de las facultades autonómicas de ejecución, sino un
razonable reconocimiento de la eficaciaextraterrilOrial o supraconwui.
taria de la actividad de control efectuada por las Administraciones
autonómicas.

• •
C) El Registro de Control Metrológico, Real Decreto 1.618/1985,

de 11 de septicmbre.

6. La Ley de Metrología, en su arto 8.1, obliga a las personas o
entidades' que se propongan fabricar,importar, comercializar, reparar ()
ceder cn arrendamiento los instrumentos, aparatos, medios y sistemas
de mt'dida a que, previamente, soliciten y obtengan su inscripción en el
Registro de Control Metrológico «en los supuestos y condiciones que
reglamentariamente se dett'rminem>. Este desarrollo reglamentario se ha
hcchomedümtc el Decreto que ahora nos ocupa, en cuyo preámbulo se
invoca prcrísamcnte el precitado articulo de la Ley de Metrología y en
cuy{) art. 1 se establece un Hamado «Registro de Control MetrologicQ»,
org;.mkamcnte dept'ndicntc del Centro Español dc Metrologia, y al Que
deben uirigirsc las personas o entidades que soliciten su inscripción en
(':)1a actividad o la cancelación de la misma. Tanto el País Vasco como
Cntalui1a, por medio de sus órganosejcculivos, consideran que esta
disposición reglamcntaria consagra una tercera invasión de sus compe­
tencias ejecutivas por razo~es aná~oe.as a las ya.expuestas y en vírtud de
la menCIOnada d(.'pcndenCia organlca del registro, y, en concreto, el
Consejo Ejecutívo de la Generalidad de CataJuiia pide que se declare
viciada la totalidad de la disposición,

Cualquiera que sea la opinión que se sustentc sobre la naturaleza y
alcance de la función regislml, la institución de una de estas oficinas de
regislro conforma un servicio que tiene por ubjeto dar publicidad a 10$
hechos y actos quc¿lfcc1an a la materia objeto del mismo y, a la par,
proporcionar un titulo de legitimación a los inscritos mediantc la
docunlentación acn~'ditativa de la inscripción. De este modo, la inscrip­
ción supone el reconocimiento de que el solicitante dispone de los
!]ledios técnicos que aseguren a los usuarios el mantenimiento normal
de los inslrumentos o sislemas de medida (art. 4): se trata de un acto
reglado de estricta compfObación de las .condióones fijadas en una
normaliva, acto que equivale a una autoriLaeión y posee naturaleza
cjecutiva. En general, a diCerencia de laordenacíóll o regulación del
registro, quees actividad normativa, no sólo la insnipción, sino toda la
llevanza del rcgistro, constituye actuación estrictamente ejecutiva,
como, por otro lado, n() nit'ga el propio Abogado del Estado.

Por consiguiente, debemos distinguir dos clases de actuación neta­
mente difc.rcnciabks: a) la creación y régimen jurídico del Registro que,
5.1 ser actividad normativa, pertenece, en materia de metrología. a la
competencía de legislación del Estado, el cual puede, en su legítimo
ejercicio, establecer un Registro unico de alcance nacional, si así lo
considera más adecuado a la consecución de los fines de la'institución
registral rnetrológica; competencia que, en realidad, no cuestionan
las CCAA. promotoras del conflicto, y b) la llevanza del registro que,
por ser actividad de ej(.'cución, corresponde, en materia de metrologia,
a la compctencia de aquellas CC.AA que, como las de Cataluna yel Pais
V.1SCO, la tienen atribuida por sus respectivos Estatutos.

En esta competencia ejt~cutiva es manifiesto que debe considerarse
incluida Ií:¡ de recibir, comprohar y con.ceder o denegar la inscripción en
el registro único, .¡sí como los actos de ratificación, cancelación °
rcvocación que eti. su caso proceda adoptar, puesto que esos actos que
deciden sobre las solicitudes de inscripción son actos que inician el
ejercicio dc la actividad de control metrológico, compuesta de diversas
fases sucesivas, y, por tanlO, no sólo es lógico, sino tambicncongruente
con la propia naturaleza de la función, que se integren dentro dc la
cQmpeten('ia ejecutiva autonómica.

En contra de cllo, no puede aceptarse- el argumento de que la
retención por el EstOldo de la competencia para decidir la inscripción
registral y SllS posteriores incidencias es condición indispensable para
garantizar debidnme!1-tc la eficacia unitaria del Registro y el acceso al
mi<;'lllo en condiciones dc if!ualdad de 10$ ciudadanos y Administracio­
nes Públicas en todo el terntario nacional, puesto que la satisfacción de
taJes fincs encuentran garantí~ en la adecuadaordcnación jurídica del
ITgistro. que compete producir al Estado, sín quc. a tales efectos, pucda
concederse rdevanria alguna al hecho de cual sea el poder público que
decid¡i la inscripción registra!. ya (lliC esoS efectos de generalidad y
.!Cceso iguahtano al registro dependerá, en último término, de su
regulación normativa y no de que la competeocia ejecutiva de conceder
o denegar la inscripción resida cn el Estado oen las CC.AA.

Es cierto que la existencia de un 'f(.'gistro único nacional y las
competencias ejecutivas autonómic'ls-, aun siendo perfectamente compa~
tibies, pueden cre(lr problemas en orden al correcto funcionamiento del
registro, pero también, lo es que esos problemas no pue,den resolverse
mediante el cxp('diente de rettner el Estado e'ia actividad ejecutiva en
cuanto que supondria alterar el sistema de distribución competenClal
que, en materia de pesas y medidas o metrologia, diseúan la Constitu­
úón y, en lo que aquí Interesa, los Estatutos Catalán y Vasco.

La solución constitucionalmente procedente debe encontrarse en el
deber de colaboración e información recíproca entre las Administracio­
nes implicadas (SSTC 18/1982 y 6411982, etc.} a través de los mecaOls·
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mos correspondientes que garanticen la centralización de todos los datos
~n el Registro único y cuya articulación corresponde cstablcccr al
Estado, como depositario que es de la competencia normativa. en
cjrrcicio de lacual podrá ordenar las directrices técnicas y de coordina­
ción que considere mús adecuadas a los tines unitarios referidos,
sicmprl" claro está. que no limiten o di¡¡cullcn las competéncías
autonómicas de cj(,'cución.

En ddlnitíva, corresponde al Est¡ldo establecer y ordenar el Registro
de Control Mctrológico, pudiendo configurarlo como registro único de
alcance nacional. pero debe hacerlo de manera tal que las Cc.AA" con
competencias de ejecución en la materia, puedan ejercitarlas, ~in que la
regulación estatal dL'l hecho registral y de sus dectos jurídicos la impida
o dificulte. ni la ejecución autonómica altere o no ¡·espete esta regula­
ción,

Por otro lado, no se aprccia que el arL 8.1 de la Lt'v de M~trología
incurra en vicio de incompetencia. puesto que se limita a' remitirse a «los
supuestos y condiciones que reglamclltariamente Si' determinen». sin
contener cn sí mismo atribución competencia} que excluya a las
Comunidades Autónomas.

Procede, en consecuencia, siguiendo el criterio marcado por
la STC 100/1991, hacer extensiva, según lo establecido en el art. 67 de
la LOTe a la Comunidad Vasca la declaración de inaplicación directa
del arL 13,6 de la Ley 3/1985, de Metrología, va que C'I arl. 7 del Real
Occreto 1.618/1985 remite a las normas sancíonadoras contenidas en
esta Ley, entre las cuales está incluido el citado arL 13.6, que es la norma
legal en la que reside inicialmente la indebida atribución de competencia
que por conexión, se reitere en el precepto reglamentario.

D) La inexistencia de otro títulos compc1l'nciales del Estado de
relevancia en la materia y que- otorguen cobertura a las tres disposiciones
enjuiCIadas.

7. La defensa de los DetTctos controvertidos por la Abogada del
Estado. en su escrito de eontcstarión a las demandas acumuladas en
estos l'inco primeros connictos, se reduce, no a discutir el carácter
ejecutivo de las PQtestades anaJízadas y previstas en los reglamentos
impugnados, sino a intentar hace-r patente la «insuficií..'ncia» del criterio
legislación estatal ¡'('rsus ejecución autonómica, deducido del
art. 149.1.12 de la Constitución, para ordenar el reparto de las compe­
tencias en la matcria: se intenta, en suma, persuadirnos de que la
naturaleza ejecutiva de las competencias en conflicto no conlleva, sin
más. la inadecuación constitucional de los Decretos cuestionados.

Esta línea argumental, a la luz de los razonamientos expucstos ('n
nuestra Sentencia STC lOOjJ991, fundamento iuridico 5.'1, aparecida de
forma sobrevenida a la contestación a la deñlanda. se ve pri vada dr
cualqUIer posibilidad de éxito. En efecto, en dicha Sentencia ya se
argumentó con detalle que la exégesi~ que se desprende de la regla de
deslinde competencial en materia de pesas y medidas, constituClonall­
zada en el art. 149.1.12 de la Norma fundamental, no puede venir
alterada mcdian1c la invocación por el Estado de otros supuestos titulos
competencialcs cuaJes son: el comercio exterior. art. 149.1.10 [funda­
mento juridico 5.°, letra A)J: la Uludad del mercado, arts. 2 v 13l,J.2
[~Ulll!a.lllento juridico 5.°, letra C)]. y la igualdad de los espai'lol('s en el
eJerCICIO de sus derechos en todo el territono del Estado. art. 149. ¡ I
[fundamento jurídico 5.°, lelra D>]. Y no es menester reproducir lo que
allf se dijo, dada la publicidad de que gozan las Sentencias de este
Tnbunal por mandato del art. 164.1 de la Constitución.

E) El control m(~trológico CEE, Real Decreto :)7911981':, de 10 dt'
Junio:

8. El Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña planlCa
confliUo positivo de competencia frenh~ a diversos preceptos dd Real
Decreto 597/1988, de lO de junio, por el que se regula el control
metrológico CEE. En el preámbulo de esta disposición se afirma que fue
dictado con el fin de adaptar la normativa interna espanola, entre otras,
a la dircuiva 71/316/CEE, de 26 de julio de 197 L sobre aproximación
de legislaciones de los Estados miembros en materia de instrumentos de
medida y métodos de control mctrológico, EL Decreto viene a desarrollar
lo dispuesto en el Real Decreto legislativo 1.296j1Y8Ú. de 28 de junio,
que modificó la Ley de Metrología e introdujo, «con independencia del
control metrológico en ella establecido» -dice el susodicho preambuJo­
un control metrológico con efectos en el ámbito de la Comunidad
Económica Europea, disponiendo en su art 4 que dicho control se
regularía reglamentariamente, como efl-ctivamcnte se ha hecho en la
disposición discutida. La Administración catalana \.~onsidcra que este
Decreto incurre en el mismo exceso competencial ya denunciado en su
día respecto de la Ley de Metrologia, en el recurso de ineonstitucionali­
dad y en relación a los tres Decretos que la desarrollaron, en los
conflictos que preceden a este último; es decir, se afirma que el Estado
se n'serva unas facultades de ejecución que deben corresponder a las
Comunidades Autónomas que hayan asumido competencias, puesto
que, sustancialmente, el control metrológico CEE no es distinto en su
naturaleza del efectuado por el Es~ado y se limita a comprobar que Jas
solicitudes presentadas reúnen ciertas condiciones y requisitos detenni­
nadas en una normativa previa.

Por su parte, el Ahogado del Estado, pese a admitir la ({absoluta
identidad» entre uno y otro tipo de control salvo en lo que atañe a su
distinto ámbito de eficacia territorial, insiste en la insuficiencia del
criterio de deslinde competencial recogido en el articulo 149.1.12 de la
Constitución. y acaba por señalar en el tr,ímife de alegaciones del art 84
de la LOTe que esta reserva de funrioncs cjccuti\a3 en favor de! E\tado
queda amparada por la competencia prcvalcn1e sobre comercio exterior
('lrt. 149.1.10), toda vez que la aprohlción de un modelo y la
verificación primitiva de un instrum('n1O abren las puntas de un aparato
a su comercialización en e! mcn:ado comunitario: de forma que los actos
dt' control se traducen cn la incorporación o estampado en Jos
in<;trumentos de marcas () signos CEE, que implican un autom<itico
;¡tTC';O al mercado C()llwnitario europeo {;:,n. 1 dd Decreto recurrido). lo
que supone una ilH:it1encia también autoll1állca en la importaCIón y
c.\portacíón de aparatos de medida.

9. PU{'s bien. asi pertiladus los ¡0rmlnos de esta controversia
CUl)stltucional, debe sellalarse que la tr'lslacion de la normativa comuni­
taria dcrivada al derccho IIlterno ha de segull' necesariamente Jos
criterios constituóonaks y estatutarios de reparto de nHllpetencias entre
el Eswdo y las Comunidades Autónomas, critnios que, de no proccderse
a su revi3ión por los cauce3 correspondiell1es (art 95.1 de la Constitu­
ción), no resultan alterados ni por e! ingreso de España en la CEE ni por
la promulgación de normas cOlllun¡tari.ls: la cesión del ejercicio de
competencias en [n'or d(~ organismos comunitarios no implica que- las
autoridades nadonalcs dejen de estar sometidas, en cuanto podnes
públicos, a la Constitución y aJ resto del ordenamienlo jurídico, como
(',;tablec\.' el art 9.1 de la Norma fundamental {SSTC 252/1988­
fundamento jurídico 2.°: 64/1991, fundamento jurídico 4.° b): 76/1991,
fundamento jurídico 3. el: I J511991, fundamcnto juridico 1.°].

Por lo dcm<.Ís, 1lI una ni otr;:l Administración, estatal y de la
Comunid,ld Autónoma catalana. cUt'stionan la competencia del estado
para trasponer directivas comunitarias, como constcuencia de sus
Ülrultades norrnativiJs cn la cuestión, lo que dlSL'uten es a quién deben
corresponder las potestades de ejenK'iÓIL pues mientras la rt'gulacíón
impugna9a centraJiza el control metrológico CEE en d Centro Espaúol
de Metrología, la Administración catalana reivindica su competencia de
eiccución,
. Oc esta forma acotado el litigio, p;:lra resolver el presente conllicto

deb(' bastar con analizar tan sólo la reguJación contenida en el
reglamento discutido, consistente en ordenar la aprobación de modí..'­
lo CEE (tituJo JI), y la vcrificacion primiti\a CEE (titulo 111) en uranto
l~lSl'S dd controJ metrológico, rcgulación que viene presidida, desde la
óntica de la distribución interna de compctencias. por la misma
llljustilicJ.bk filosofía quc inspir'l ia regulación vigcnte del control
metrológico estatal antes reseñada. cqu cs. la o.dusiól1 de las Adminis­
tnlcloncs autonómicas dc dichas tases y potestades de ejecución o, lo qll\.'
es lo mismo. su ct~ntralizacion \.'s un unico órgano dqx'ndiento,' de la
-\dminisfraC¡Ón dd Estado. PO! eHo. !OlUndamcntc se asevcra. con
car<lcter general. que «corresponde ~d ('entro Lspa¡'¡ol de i\-'Ictrnlogia
realizar el1 Espaúa el control ML'trologit'o .CLE>~ (art. 2.2)... afirmarión
que se concreta en la facultad de aprob;:H.'lon de modelo l'EF (ar1. 7) )­
su po."ibk: revocacian (arL I().l). <lsi como la rcaJitación dc la \'í.'rifica
cil)1l primitiva (ari 18) y en la culocacion o estampado dc las
corrcspondienk's marcas y ~,Ign()s CFE que acreJitan haherse efcctuadí
talC's controles (arl. 21 y diversos apartados de 103 Anexos 1 y 11). Eslm
preceptos inyadcn la nH11petenna eh: la Comunidad Autónoma recu­
rrentc. la catahlna. ya que. de nuevo. l:sas potest;:ldcs de ejecución
corresponden a Jas Administraciones autonómicas que ostenten compc~

[t'ncias en la matcri¡l en virtud d(' sus Estatutos.
FITnte a esta ('onclusión, no puede esgrimírsc el titulo competcncial

del Estado sobre comercio exterior (arI. 149.1.10 de la Constitución) e
invocar -como hace el Abogado dd Estado- su supuesto carúrh'r
prevalen\\' y, por tanto, susccptibk de romper la validez como regla de
(kslindc competencial de otros 1l1ulos mas pr(Tisos con los que
hOlizontalnwnte se entrecruce Al contrario. frente. a una pretendida
interprc1ación expansiva de la compelt:ncia estatal sobre comcl\.'io
exterior debe mantenerse otra müs restnctiva que atienda tanto a la
finalidad espedfica de la norma como a su alcance.

la consolidada doctrina constitucional. anteriurmente referida.
sl'gún la cual el ingreso de b,paila en la CEE y la consiguiente
trasposición de las normas de derecho comunitario derivado no al1er,1
las regJas constituCIOnales de distribución dt: competl'ncias quedana sin
contenido si se accptase la aplicación c-xtensiva del título de romcrcio
t'xkrior (jU(' propugn<l el Abügado del Estado, pues tal ;:¡plieación
acabaría por excluir siempre a la:. Ce.AA. en cualquier materia
relacionada con d derecho comunitario, ya .que seria muy dificil
encontrar normas L'omunitarias que no tuvieran incidencia en el
comercIo exterior, si é-ste se identifica. sin más matización, con comercio
intracom unitario.

Por ({msiguientc, ante la alegación dd titulo de comercio exterior
como prevalen te sobre el título espedllco de ('ompetenlÍa autonómica
-en este caso, de ejecución en matena de mctrologia- es preciso
examinar la finalidad de las dircrtivas comunitarias en aplicaCión de las
cuaks se dictan las normas de derecho interno que las CC.AA.
consideran lesivas de sus competen<:ias, con el fin de determinar qué
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conexión tiencn con la materia de comercio exterior y en este punto. es
p~rf('ctamcntc claro que la Djrectivacomunitaria que, después de haber
sido adaptada a nuestro derecho interno pOr el Real Decreto legjslat¡~

vo 1.296/1986, de 28 de junío, es objeto de desarrollo en el Real
Decreto 597/1988, de 10 de junío, tiene por finalídad uníficar la
Iegislnción de los Estndos miembros, sin que pueda hablarse, a lo sumo,
más que de una muy indirecta o rernoté\ relación con el comercio
exterior, a todas luces insuftciente;. para. justificar la intervención
prcvalcntc de dicho título, Que. en el supuesto contemplado, no puede
excluir el lícito ejercicio de las c:dm.petencias ~tonómícas, como
tampoco puede excluirlo clprinc:ipio de territonalid<*d,-dado QU'c, según
reiterada doctrina constitucional, la competencia autonómica ejercida
segün la Constitución y los Estatutos de Autonomía no desaparece por
el hecho de que la decisión autonómica, por su propia naturaleza,
produzca alguna clase de efccto más allá del territorio,de la 'Comunidad
Autonómica que la haya adoptado.

~ En suma, la ejecución deldcrccho comunitario corresponde a quien
materialmente. ostente la <:,ompetencia, qún las reglas de derecho
interno, puesto que no existe unaeQmpetencJa específica para la
ejecución del derecho comunitario; de este modo, -en materias de pesas
y medidas la _ejecudón del, derecho comunitario se efectuará por las
mismas -AdministJacioncs: que tienen ·Ia.· competencia para realizar
análogas {j similares actuadOOcs en el onlenam-ientointerno, la cual
corresponde, si se trata de control mctrojógico,'a.la,s CCAA. de Cataluña
y País Vasco en el ámbito de sus re~clivos ·territorios.

10. _~na vez sentada, como cuesjión principal que corresponden a
la Generalidadde Cataluña las potestades de ejecución para efectuar la
actividad de control metrológico 'CEe'-:en:virtUd de' lo dhspuesto en
el art. 1L5 de su Estatuto de AulooQmIa, en. relaeíóneon el art.
149.I.J2p.e la Norma suprema, es preciso'resolver una impugnación
derivada y, por tantoaecesoria:de nQuéJht; "que efectúa la: A-dministradón
catalana; quien, en el escrito' de 'demand.a¿ .sofié'itaque se declare la
inconstitudonalidad porincompeteneia <ref' arto '23 :del-Real Decreto
597/1988, ydcl apartado LI del Anexo l. Los preceptoS indicados
e~tabJc('('n que: «Las, inscripdQt1cs que. p'~~a' éféetuarconforme a lo
dIspuesto en el presente Real Decreto ,se redactarán en Jengua caste­
llana» (art. 23); y «La solicitud y todá'la~documentación que a ella se
refiera se redactará en lengua castellana. ElsoJicitante dirigirá simultá­
nCOlmentca todos los Estatutos mietnbt:os'únéjemplar de su solicitud»)
(apartado menc1onadodel. Mexo 1': A juício de .Ia actora, debe
[(.'conocerse. 'por este Tribunal 'que Jrts 1l¿tilal:1ones descritas puedan
realizarse indistintamente en casteJlanu 'o en catalán en aplicación del
pnncipío decooflcialidad.

Síll cll1bargo, esta pretensión no puede ,aceptarse en sede jurisdiccio­
nal, si se ~ realiza una leefura atenta y·detallada de la disposición
impugnada. En este semido,.es de indudable relevancia para una rccta
comprensíón del problema lo díspucsto ertej apartado 5.1 del Anexo 1
don<!c se afirmn que las distintas ap~f.Íon~ de modelo CEE se
publicarán en un anexo especial del «Diario:OflCíaJ de las Comunidades
Europeas)¡ puesto que parece innegable que dicha publicadón formal
deberá en todo caso efectuarse en alguna de las nueve lenguas o'ficíalcs
de las Comunidades Europeas" según las normaS propiás del Derecho
Con.'l1nítarío (art. 217 del Tratado de la.CEE yart. 5 del Reglam.en­
lo núm..1 del <,:onscjo de 15 de abríl de 1958, por el que se fija el
rcgmlen ImgUlstlco de la CEE, modlfica~en varias QcaslOnes tras las
sllc~5ivOlS adhesiones), y no cncualesquiera de las ljJnguas propias y
oficmles de las ComunidadesAutónoroas. ~.blS normas del Derecho'
COllstitul'ional interno,(art. 3.2' dt':1 Estatulo~eAutonomía de Cataluña).
Oc! mismo modo, el párraf~ 2.° del. citado apartado 1..1 del Anexo 1
establece Ja obliga~i,ó~ di~ec."!a· del soliéit;¡riíe de Una'ap~obadón de
modelo CEE de dmpr «SImultáneamente ~'todos Ips Estados miem­
bros» un ~jcl11plar de su solicitud, nQ: li$t~ospor tanto,. ante un
Sllplj('Sto de relación de un dudadano con uhá Administra~iónautonó­
mica, ~ino ante verdaderos actos de c;omu,nicación de poderes publicos
entre SI que deben ser regulados por las norJi1as 0",1 Derochocomuniülrio
y, entre éstas, .aquellas q~e incun,ben ~la~,pfici~iJidad de Jas.Jenguas de
1m Estados miembros, Dicho dcotra mé;\ll~rp:Etproblcmadt,c4ál sea
la lengua en la q,:!c.dehan efectuarse las ~titJtu~:;; dere~onociil1.iento y
c~Hltraste metrologlCo CEE. fa documen~nq~generc~ y. las inscrip­
CIOI1L'S que proceda efectuar, cae dentro (fe. la esfera del Derecho
c0I111~l1i¡~lrio y !lo <:n la del reparto ¡ntcrllO de competencias,. objeto del
(OnO¡C1O <:.:onstlluclOnaJ. , '

'r' en tal scntido, la expresión de «lengua oficial de conformidad con
l¡~ il'gislarión dl'l Estado en que; se prescnteJasoJicítud»: que empica el
utldo<lrt. 1,.1 del Anexo 1deJa Directiva. debe,entenderse en el sentido
de rdi:rirsc a las lenguas que, el Derecho comunitario declara oficiales
('!1 l!l Comunidad Europea, entre las cualcsno se, encuentra el catalan,
SI blC'1I ~ehemos advertir que el uso obligatorio de lal~~gu~ c~stcllana
no ¡m~¡dc ,que la Ad~únislracion autonómica adopte .las medidas
l1eCl'sarms para que el CIudadano pueda dirigif$C .y hacer uso indistinta·
nle ntI.' de ambas lenguas en sus rdacHmes con ella, pero este derecho del
;:;Illuadano y correlativo deber de la Administración autonómicá no
puede llevar ~ pensar que los preceptos impugnados vengan viciados de
¡ncompetencla.

11. A manera de conclusión, los tres reglamentos estatales aquí
enjuiciados que desarrollan y complementan la Ley de Metrología, Ley
3/1985. así como el Decreto sobre cootrol metrológieo CEE, dictado en
desarrollo del Real Decreto Legislativo 1.296/1986, en cuanto cxcluyt.~n

a las Adminístraciones autonómicas aetoras de las competencias de
ejecudón en materia de pcsasy Oled'idas, que la Constítución y los
Estatutos de Autonomía correspondientes les reservan, y atríbuyen el
monopolío de dichas facultades al Centro Español de Metrología,
ínvadcn su ambitocompctcncíal de autonomía.

Tan sólo queda por resolver cuál debe ser el alcance de nuestro faIJo,
a cuyo efecto es procedente tener en cuenta. fundamentalmente, las dos
siguientes consideraciones; por un lado, que exitenComunidades
Autónomas que no han asumido cn sus Estatutos competcncías cjecuti~

vas ell matcria de pesas y medidas -hoy, metrología- y ello hace que
tales competencias, en relación con dichas Comunídades, correspondan
al Gobierno de la Nación, y, por otro lado, que Jos preceptos reglamenta­
rías objeto del conOicto "tienen, la mayor parte de ellos, un cantenído en
el que concurren elementos estrictamente normatívos con otros atributi­
vos de competencias, los cuales requieren, de acuerdo con su distinta
natur¿llezajurídica. un. tratamiento diferenciado, puesto que la actividad
normat,ívaes compctcnciaestatal que, aisladamente considerada, no
entraña alteración alguna. del sistema de dístribueión competenciai,
mientras que, por el contrario, la determinación de los órganos
competentes para realizar las funciones ejecutivas incide directamente
en la competencia autonómica de ejecución de la legislación estatal.

Además es de considerar que la ejecución de los' Reales Decretos
impugnados requiere la previa articulación de una estructura organíza­
t¡va que se encuentre en condiciones de re'alizar satisfactoríamente una
función de tao marcado caráC1e'r t~cnico como es la de control
mctrológico y, por cHo,.rc.conocer, sin mas aclaración, que la CC.AA.
tienen la titularidad de las competencias ejecutivas que reclaman podría
conducirnos a una situación de paralización de la actividad pública de
control mctrológico, en el supuesto de que la negación de la competencia
estatal no coincidiese con la realidad de unos servicios autonómicos
capaces de desarrollar la actividad ejecutiva regulada por las cítadas
ordenaciones reghln1entarias.

Todas cstas consideraciones nos conducen a matizar nuestro fallo en
d sentido de que debemos considerar de- inaplícabiJidad directa de:
los arts. 7.4 y 13.6 de la Ley 3/1985,por la razón principal de que ello
resulta obligado en concurrencia con 10 acordado en el STC 100/1991,
y, por tanto, procede extender esa declaración, por la vja del art. 67 de
la LOTe. al País Vasco y Andalucía en lo que respeta al art. 7.4 del cual
son complemento y desarrollo los Decretos 1.616/1985 y 1.617/1985,
limitando' la extensión de dicha dcclaracíónal País Vasco en lo que
;:¡fecta al art. 13.6, puesto que la Comunidnd de Andalucía no ha
recurrído el DccretoJ.618/ J985, cuyo art. 7 encuentra su cobertura el1
las normas sancionadoras contenidas en la Ley, y entre ellas en
d art. 13.6 de la# misma.

Por el comrario. en relación con los preceptos reglamentarios
impugnados, no resulta adecuada tal técnica de declaración de inaplica­
ción directa, pues su utilización seria tanto como impedir que las
normas dictadas por el Gobierno de la Nación en uso legítimo de su
competcncía de legíslación se vieran indebidamente privadas del efecto
Que les es propio, puesto que su aplicabilidad directa no sólo es obligada,
sillo Que cn nada afecta negativamente a las competencias cjecutívas que
en la matcria corresponden a las Comunídadcs acto ras, siempre y
cuando se elimine de esas normas las referencias que hacc a órganos de
la Administrnción del Estado para atribuírlcs esas competencias, que
pertenecen a ,dichas Comunidades. En otras palabras. la dec!8ración de
inapliración directa equivaldría, Uícitamcnte a admitir que las CCAA.
puedan dictar normas de aplícación dírecta y, por lo tanto, reconocerles
una potestad normativa en materia de Metrología, de la Que carecen, lo
cual seria tanto como introdudr una alteración sustancial en el sistema
de distribución de competencias que, en tal materia, diseña la Constitu­
ción y 10'5 resp('Ctívos Estatutos de Autonolllia.

En sll consecuencia, la dccklra~ión de que la titularídad de los actos
de decución prt.~vistos en los Decretos ,que son objeto de los conflictos
aquí, acumulados, corresponde las CC.AA., que los han promovido, debe
cntcndctse en el sentido. de quedíchas competencias autonómicas
han sido vulneradas por establecerse en esos Decretos ,un sistema de
cont!ul nlCtrológico, Iwbilitación de labdratorios, registro y control CEE
Qlll' Impid~ a esas Comunidades Autón9mas el ejercicio de las referidas
competencias. .

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE lE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DÉ LA NACIÓN
ESPAÑOLA.

Ha decidido

J ,0 Dedarar que ('orrt."'Sponden a las Comunidades Autónomas de
Cataluña, País Vasco y Andalucia la titularidad de las competencias
cjecutivas previstas en los Reales Dccretás 1.616 y L617/l985, ambos
de I1 de septícmbrc, declarando asimismo que el art. 7.4 de la Ley
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3/1985. de 18 de marzo, no es directamente apllcabk' l'n el Paí" Vasco
v Andalucía: lOdo ello. en Jos terminas establecidos en los fundamentos
3.ó,4.o, S.o y JI de esta Sclllcncia.

2.\l Declarar que corresponden a las Comunidades Autónomas de
Calaltuia y País Vasco 1<1 titularidad de las compt'lencias cjcclllivas
pr('\ l\las en el Real Decreto 1.618/1985. de ¡ 1 de septiembre. dccla­
ramio asimismo que el art. 13.6 de la Ley 3í 1985 no es directamente
aplicahle en el País Vasco: todo cllo. en los krnul10s estahlecidos en los
fundamentos jurídicos 6.u y I ¡ de esta Sentencia. ~

3.° Declarar que corresponde a la Comunidad Autónoma de
Cataluna la titularidad de ¡as compeLencias ejecutivas previstas en el

Re<ll J)eueto "97/19XK dI.: 10 de ~U!1l0 en 105 táminos establecidos en
los fund,llllCntos JUllI..hcos R(l 9.' 10 Y 11 d(' est;] Sentencia,

Publlquese esta Sentencia en ci «Bolctln Ofil'ial del Estado~).

Dada en Madrid, a dore d1.,: dlCicrnhn:: dI..' mil llO\TCicntos noventa y
uno.-FirmaJo: rranusco Tomús y Valiente.-Francisco Rubio L1o­
rcme.-Fnnandn GarCla M\.HI Gon¡;:ilu RegunaJ.-Carios de la Vega
B('na\<ls.-Eugl'nio DI;U EimiL·~Migud Rodriguo-Pinero y Br~no
Fcrrc·r.-Je,,>ús Lcguina ViUa,-Luis López Guena.~José Luis de los
Mozos y de los Mows.-.--\lvaro Rodrigucz Bercijo,-Viccntc Gimt'no
Sendra.-Josl; CiabalJón LO¡X'I.-RubricaJos.

I. Anh.'cedCnh's

AUTO

El Pleno del Tribunal Constitucional, compllc~!o por don Francisco
Tomús y Valiente, Prcsidente; don Francisco Rubio L1orent/..,- don
Fernando Garciá~Mon y Gon7ák7-RegucraL don Carlos de la Vega
Benayas, don Eugenio Diaz Eimil, don Miguel RodríglH:z-PiJkro y
Bra\o-Ferrer, don Jesús Leguina Villa, don Luis lópe7 cruerra, don José
Luis de los Mozos y de los M070s, don Alvaro RodriguL'z Bcrcijo, don
ViCL'lll\.? Gimcno Sendra y don José Gabaldón LÓPCl, Magistrados, han
acordado dictar el siguiente

1< Con fecha 12 de dicit~mbreúltimo se dicto por l'l Pleno Selltencia
en los prt'sentes conflictos posltivos de competencia acumulados y fue
notificada a las partt's el siguiente dia 13.

2. El Abogado del Estado, en escritu recihido el 16 de diciembre
último, solicita, al amparo del art 91.1 LOTe, aclaracion di.' la
Sentencia, a cuyo efccto manifiesta:

l. El fundamento juridico 4.° dt, la citada SentenCIa dice en su
párrafo cuarto:

«E igualmente sucede (es deór. según el contexto. también se
encomienda exclusivamente al Centro Espariol de Metrologia una
facullad de ejecución) con la Disposición adicional primera (del Real
Decreto 1616/1985, de II de septiembre). t'n cuanto viene J. reproducir
lo di",pUl'Sto en el articulo 7.4 de la Ley 3/1985. cuya aplicación directa
en la Comunidad Autónoma catalana ha sido declarada en la STC
IOOjl981» (quiere decir 100jI991).

mctrológica oficialmente autorizados. Estabkcer con carácter general)
<lb",tracto estos requisitos es tlnto como dictar normas y corresponde,
pues, a la «legislación)} que el arto 149.1.11 C.E. reserva al Estado (páginn
10 d(' las akgaciOlws de 14 de junio de 1(91). Procede. pues. aclarar la
Sl'ntencia en el sentido de qu(' eOlTl'sponde al Estado. con arreglo al 3.rt.
149.1.11 C.E .. lijar normativamente, de modo uniforme para toda
Espaiin y con el grado de detalle que se ~'stimc oportuno, los ~ispositivos

v medios necesarios par<l que los expresados labora tonos puedan
¡'cali7ar Cllsa)os de V'erificac]()n primitl\'a [ar1. 1,1, a), del Real Decreto
1617j19S5]

b, En t'1 mismo segundo pjrrafo del fundamento juridi('o 5.° de la
ScnklKia se ¡¡~C\í,'ra quccl Real Decreto 1617/1985 atribuye exclusiva­
mente al el'ntm Espallol de Ml:trologla la siguiente facultad cjecut!va:
d.<I re~ponsabilidad por daúo~ derivados del incumplimiento de las
obligaciones establecidas en I;:¡ habilítación (ar1. 3)". El art .. ~ del Real
Decreto 1617/1985 contiene una norma que responsabtllza a los
laboratonos de reparar o·compi.'IlSar (dos dm10s (lUlo? por incumplimiento
de- sus obllg..aciones puedan dcrivarsl' hacia el CoHro Espanol de
l'vlctrología que <lutoriLO.su habilitaóóm>. Es. pues, una regla para dqar
indul1lh' al Centro ESpaúol de l'vlctroh)gli.l cuando sea él quien otorgue
la hahilitación (púgina 10 dc las aJcg¡¡l'ionesde 14 de junio de 1991).
Prucede, pue<;. adarar que corresponde al Estado, con arreglo al art.
149.1. ¡ ~ CE., cstableü'r las normas que regulen la responsabilidad de
10<,; laboratorios habilitados por el Centro EspailOl de Metrología para
i"l'parar o compensar los darlos que por el incumpllmiento de obligacio­
nes dc lo"> primeros pUl'dan derivarse hdcia el citado Centro.

r) Tamblen en este sl'gundo parrafo del fundamento jurídico ),0 JI,.'
la Seilt(,IH"Ía cuya aclaración se pide, se afirma que son facultades de
o:j('cución atribllldas en c\c1usi\a al Centro Espanol de Mctrologin las
sigUientes: «Cumplimiento de las cxigená,ls establecidas en. el art 1,
in(kpendcnua en su lrahajn del personal de laboratorlo, baja dt~ este
como laboratorio de verificación y rambios en su personal {arto 18)>>. El
art. 18 del Rcal Decreto 1617/1985 hace ¡~'fcrencia. en su segundo inciso,
al Centro Espailol de f>,.ktrologia en cuanto destinatario de cíertas
comunicaCIones relativas a la baja del laboL.llorio y a los cambios de
persona (pág 10 de las akgal'iolles de 14 de junio dl' 19(1). Por el
contrario. d primer inciso del art. 18 contiene una norma general y
abstracta dirigida a las entidades respons~lblcs de los laboratorios
Imponiéndoles el deber de cumplir las. l'xigcncias establecidas en d
art. I )' procurar que el per"onal aSlgn~ldo a la verifiGKIÓn sea
independientL' en la n::alil<lción de su trabaJO. Procede, pues, adarar que
corresponde al [",tado. C(m!t.lfll1e al arto 149.1.12 CE., d!dar normas,
para toda España y con l'l grado de dl"lallc que se estime oportuno, sobre
cl cumplimiento de ]O~ requisitos establecidos p<lra los laboratorios de
verificación metrológica por las entidades responsables de dios y sobre
la independencia del personal asignado a la vcrificación en la realización
de su trabajo.

3. El art. 1. 1, dt'l Real Decreto 1617/1985 contempla <daboratorim
JI..' importadores}} y el art. 2 del Real f)('ucto 1618/1985 obliga a que .ios
import~ldorcs se lI1scriban en el Registro de Control MetrologlCo
dependiente del Centro Espaúol dc Metrología. Parece conveniente
adarar si la autorización de laboratorios de importadores y el registro d('
control metrológico de los importadores corresponden al Estado erl
virtud Je su compl'tencía sobrl' el cOO1eróo exterior del art. l49.1.IU
CE, (¡xigll1a 10, al final de las <llegaciones de 14 de junio de 19(1). o ha
de considerarse aplicable la doetrin.:l dt~l fundamento juridieo 1.;) de la
Sentencia CUYH aclaración se pide (que da carácter prevalcnte al titulo
autonómico sobre pesas y medIdas), aun cuando los citados importado­
res comercien con paises no pertenecientes a la CEE

4. Finalmente, en el párraj() 1l'rccro dd fundamento juridÍl..'o 11 tk
la SL'ntclicia se It"\.' lo siguiente:

«Adem,IS i.'S de considerar que la l'jc':'llnón oe lüs Reales Decretos
impugnados requiere la pre\·i;\ articulacl()n de una estructura organil.J.­
tivaque se encu('ntrc en condiciolles de fl'dlilar satisfactoriamente una
función de tan marcado ('anít'ter {t'cnico como es la de eontrol
nll'trológit·o y, por ello, reconocer, sin más aclaración, que las CC.AA.

PIel/u. Amo 374/1991. de 19 de dlciemhre. dlc[udo ('11 los
cOIdli('[()s /lusitiros de CO!IIJW/('lICla 44/1986, 48/1986,
49;1986, 50/1986, 64/1986 .!' 1,602/IY88 (aclIlHulados),
resulutorio de la solicitud de aclaracióll. por el .Jhogado del
Eswdo. de la STC 236/199r de I} de diciemhre.

674

La DisposiCión adicional primera de! Real Decreto 1616/1985 no se
refiere al Centro Espailol de Metrologia ni concierne a facultades de
ejecución. Se refiere, por el contrario. a un tipo de instrumento
normativo (directrices tccnicas y de coordinación) cuya daborJl'lón
atribuye al Consejo Superior de !\1etrologia COll"lü ya recmdó el
-\bogado del Estado en las alegaciones de 14 de junw de 1991 \trámite
dd art. 84 LOTe página 6, «las citadas directnces caen d('ntro de la
competencia estatal de legislación, según resulta con claridad de los
fundamentos juridicos 3.° ¡llfine y S.C in Jil/c de la STC de 13 de mayo
de 199h} (STC 100/1991). Procede, pues, aclarar que sigue correspon­
diendo al Estado, con arreglo al art. 149,1.12 CE.. la competencia que
le reconoció la STC 100/1991, en los pasajes (itados, de dictar directrices
técnicas y de coordinación, elaboradas por el Consejo Superior de
Metrologia, vinculantes para las Comunidades Autónomas y Ayunta­
mientos, que deberán ajustar a ellas el ejercicio de sus compt.>tencias de
ejecución.

2. El fundamento jurídico 5.° de la Sentencia Jice en su segundo
párrafl) que tienen razón los órganos promotores de los conflictos
cuando impugnan algunos preceptos del Real Decreto 1617í 1985, de II
de sqJticmbre, sobre habilitación de laboratorios de verificación metro­
lógica oficialmente autorizados, que atribuyt'n exclusivamen'te ciertas
lacultades ejecutivas al Centro Espanol de Metrologia. Hay tres extre­
mos que requieren aclaración:

al St' consideran facultades ejecutivas <<Id fijacJOl1 de los medios
n('lTs~lri()s en cada lahoratorio y la concesión de hl habilitación o
autorización controvertidm}, Ninguna duda ofrece esto último. es decir,
que pertenece a la esfera de la ejecución la habilitación dc los
IJboratonos regulada en el art. UI del Real Decreto 1617/1985.

En cambio, el p<írrafo primero del art. l. con sus tres letras <1), b) Y
e), regula los reqUisitos Que han de reunir los lalJoratorios de verificación


